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 El sector solidario en Colombia es un medio legítimo para contribuir al desarrollo económico del país y para la distribución equitativa del ingreso. Igualmente, es eficaz para combatir el desempleo al generar puestos de trabajo a través de las denominadas cooperativas de trabajo asociado y de las cooperativas en general, así como de los fondos de empleados y las asociaciones mutualistas.


 Con la expedición de la Ley 1314 de 2009, el proceso de convergencia hacia los estándares internacionales va más allá de las NIIF, puesto que involucra el aseguramiento de la información que hace parte de todo el andamiaje de este nuevo esquema. Por lo anterior, el trabajo realizado por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública (CTCP), el Gobierno Nacional expidió el Decreto 302 de 2015, que fue compilado en el Decreto Único Reglamentario según anexo 4 del Decreto 2420 de diciembre 14 de 2015, modificado por el Decreto 2496 de 2015.


 En este texto se presenta un modelo de auditoría de riesgo financiero y de control interno, así como procedimientos de auditoría para aplicar a diferentes áreas de las entidades del sector solidario. El riesgo de crédito está dirigido a las entidades que manejen el crédito, ya sea por vía de aportes o por vía de captación de recursos en calidad de depósitos o financiación externa. Es preciso aclarar que en este texto no están todas las NIA del anexo 4° del Decreto 2420 de 2015 puesto que sería muy engorroso y extenso explicar todas y cada una de ellas.


 La función de los auditores reviste suma importancia en las labores de control, y debe estar encaminada a mantener un sistema sólido, seguro y eficiente frente a la comunidad en general. Con esto en mente, los procedimientos desarrollados en este escrito para llevar a cabo la auditoría están orientados a cumplir con los objetivos propuestos mediante la aplicación de las normas internacionales de aseguramiento de la información financiera (NAI).




 Considerando las actividades técnicas y contables que los auditores deben desarrollar en el cumplimiento de sus funciones, resulta de vital importancia que estos sean profesionales de la contabilidad, tal como lo contemplan la letra b) del artículo 13 de la Ley 43 de 1990 y el anexo 4° del Decreto 2420 de 2015, debido a la naturaleza de la labor de auditoría y control.


 La evaluación del marco jurídico del sector solidario (entendiéndose por este el cuerpo de leyes, decretos, reglamentos, normas, circulares, estatutos, etc., vigentes y a disposición del público en los sitios web de la Superintendencia y del alcance de la auditoría, llamado “Controles de Ley”) se desarrolló tomando como referencia las áreas en que han sido agrupados los principios fundamentales para la auditoría efectiva de los organismos del sector de la economía solidaria.


 Este tipo de conocimiento es una ayuda en el desarrollo de habilidades y competencias para asegurar, medir, registrar y revelar los hechos económicos que deben ser manejados de acuerdo a las normas expedidas por el Gobierno Nacional, evaluando los resultados y asegurando que la información derivada de tal evaluación cumpla con los principios y normas que le son aplicables. En ese sentido, es preciso recordar que la Ley 1314 de 2009, en su artículo 2º, determinó que todas las personas naturales y jurídicas que estén obligadas a llevar contabilidad, así como los contadores públicos, funcionarios y demás personas encargadas de la preparación de estados financieros y otra información complementaria, deberán regir su actuar conforme a esta normatividad.


 Hernán Cardozo Cuenca
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 Generalidades de la economía solidaria 


 

 Economía solidaria es el sistema socioeconómico, cultural y ambiental conformado por el conjunto de fuerzas sociales que, organizadas en formas asociativas identificadas por prácticas autogestionarias solidarias, democráticas y humanistas y sin ánimo de lucro, propenden al desarrollo integral del ser humano como sujeto, actor y fin de la economía. Así las cosas, para comprender la doctrina e ideología cooperativa, no solo es necesario diferenciar las cooperativas y el resto de organizaciones que conforman el sector de la economía solidaria como el tercer sector en Colombia de otro tipo de organizaciones empresariales que se desenvuelven en el contexto del sistema económico actual; también se requiere de un esfuerzo mayor, donde los cooperativistas (asociados, directivos, administradores, controladores y empleados) conozcan y sean conscientes de la importancia y funcionalidad de dicha doctrina en la gestión diaria de este tipo de organizaciones socioeconómicas.


 La protección, la promoción y el fortalecimiento de las cooperativas y demás formas asociativas de propiedad son de interés común como sistema eficaz para contribuir al desarrollo económico, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución de la propiedad del ingreso y a la racionalización de todas las actividades económicas, en favor de la comunidad y en especial de las clases populares.




 Cooperar es la acción de trabajar, obrar o actuar conjuntamente para el logro de un mismo fin o de objetivos comunes o similares. Así como la competencia, la cooperación es también una forma de lucha: pero mientras la primera consiste en enfrentarse a otros, la segunda promueve un trabajo junto a otros. Así entendida la cooperación, podemos afirmar que es un hecho social muy frecuente, que se presenta en casi todas las actividades humanas, por cuanto el hombre es sociable por naturaleza.


 

 Principios de la economía solidaria 


 

 La Ley 454, expedida el 4 de agosto de 1998 y por la cual se determinó el marco conceptual que reguló la economía solidaria e igualmente creó la Superintendencia de la Economía Solidaria y el Fondo de Garantías para las Cooperativas de Ahorro y Crédito, entre otras entidades, determinó como principios los siguientes:


 

	 El ser bueno, su trabajo y mecanismo de cooperación tienen primacía sobre los medios de producción. 
 

	 Espíritu de solidaridad, cooperación, participación y ayuda mutua. 
 

	 Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora. 
 

	 Adhesión voluntaria, responsable y abierta. 
 

	 Propiedad asociativa y solidaria sobre los medios de producción. 
 

	 Participación económica de los asociados, en justicia y equidad. 
 

	 Formación e información para sus miembros, de manera permanente, oportuna y progresiva. 
 

	 Autonomía, autodeterminación y autogobierno. 
 

	 Servicio a la comunidad. 
 

	 Integración con otras organizaciones del mismo sector. 
 

	 Promoción de la cultura ecológica. 
 


 
 

 Características 


 

 Las organizaciones del sector solidario son personas jurídicas establecidas para realizar actividades sin ánimo de lucro, en las cuales los trabajadores o los usuarios, según el caso, son simultáneamente aportantes y gestores que tienen participación. Son creadas con el objeto de producir, distribuir y consumir, conjunta y eficientemente, bienes y servicios para satisfacer las necesidades de sus miembros y de cara al desarrollo de obras de servicio a la comunidad en general. En su funcionamiento, estas entidades deben observar las siguientes características:


 

	 Estar organizadas como empresas que contemplen en su objeto social el ejercicio de una actividad socioeconómica, tendiente a satisfacer necesidades de sus asociados y al desarrollo de obras de servicio comunitario. 
 

	 Que exista la libre asociación. 
 



	 Tener establecido un vínculo asociativo, fundado en los principios y fines contemplados en la Ley, ya que el número de asociación es variable e ilimitado. 
 

	 Tener incluida en sus estatutos o reglas básicas de funcionamiento la ausencia de ánimo de lucro, movida por la solidaridad, el servicio social o comunitario. 
 

	 Garantizar la igualdad de derechos y obligaciones de sus miembros sin consideración a sus aportes sociales y con el principio de la participación democrática. 
 

	 Establecer en sus estatutos un monto mínimo de aportes sociales no reducibles, debidamente pagados, durante su existencia. 
 

	 Realizar de modo permanente actividades de educación cooperativa. 
 

	 Integrarse social y económicamente, sin perjuicio de sus vínculos con otras entidades sin ánimo de lucro. 
 

	 No repartir reservas ni fondos patrimoniales. 
 

	 Establecer en los estatutos una duración indefinida y promover la integración con otras organizaciones de carácter popular que tengan como finalidad impulsar el desarrollo integral del hombre. 
 


 

 Asimismo, las organizaciones de la economía solidaria deberán cumplir con los siguientes principios económicos:


 

	 Imposibilidad de repartir las reservas sociales, los fondos de reservas y, en caso de liquidación, el remanente patrimonial. 
 

	 Destinar sus excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus reservas y fondos, y a reintegrar a sus asociados parte de estos en proporción al uso de los servicios o a la participación en el trabajo de la empresa, sin perjuicio de amortizar los aportes y conservarlos en su valor real. 
 

	 Respetar los actos cooperativos, tales como el acuerdo y el mandato cooperativo. 
 


 

 Componen organizaciones solidarias, entre otras, las cooperativas, los organismos de segundo y tercer grado que agrupen cooperativas u otras formas asociativas y solidarias de propiedad, las instituciones auxiliares de la economía solidaria, las empresas comunitarias, las empresas solidarias de salud, las precooperativas, los fondos de empleados, las asociaciones mutualistas, las empresas de servicios en las formas de administraciones públicas cooperativas, las empresas asociativas de trabajo y todas aquellas formas asociativas solidarias que cumplan con las características anteriormente mencionadas.


 Las organizaciones sujetas a la acción de la Superintendencia de la Economía Solidaria en la inspección, vigilancia y control son:


 

	 Las cooperativas de ahorro y crédito especializadas. 
 

	 Las cooperativas multiactivas o integrales con sección de ahorro y crédito. 
 

	 Las cooperativas multiactivas o integrales sin sección de ahorro y crédito. 
 



	 Las administraciones públicas cooperativas. 
 

	 Las cooperativas de trabajo asociado. 
 

	 Los organismos de segundo y tercer grado que agrupen cooperativas u otras asociaciones. 
 

	 Las precooperativas. 
 

	 Los fondos de empleados. 
 

	 Las asociaciones mutuales. 
 


 
 

 Actos cooperativos 


 

 La Ley 79 de 1988, en su artículo 7°, define los actos cooperativos como “los realizados entre sí por las cooperativas, o entre éstas y sus propios asociados, en desarrollo de su objeto social”. Sin embargo, debe anotarse que dicha ley dejó por fuera de esta definición dos clases de actos cooperativos de suma importancia: el acuerdo cooperativo y los actos unilaterales de la cooperativa misma.


 En efecto, el acuerdo cooperativo, que como se verá es el contrato celebrado por un número determinado de personas para crear y organizar la cooperativa, no es un acto entre los asociados y la cooperativa, pues ésta todavía no existe legalmente; hasta ahora se está celebrando la asamblea de constitución y la personería se va a obtener con posterioridad, mediante el registro. Luego el acuerdo cooperativo es un acto entre los asociados fundadores, pero sin lugar a dudas de clase cooperativa y no civil, comercial o de otra naturaleza.


 La importancia del acto cooperativo está, entre otras razones, en delimitar el ámbito de validez material del derecho cooperativo. Para un acto entre la cooperativa y terceros no asociados, no se aplica la legislación cooperativa sino el derecho comercial, civil, administrativo, laboral o el que corresponda. Solo para los actos cooperativos se aplica el derecho cooperativo.


 Diferencias con otros tipos de actos 


 

 La diferencia fundamental con otros actos como el acto de comercio o el acto administrativo está en la finalidad de promoción que tienen los actos cooperativos. A diferencia de una entidad con ánimo de lucro, como una sociedad comercial en la que se celebran actos de comercio y los socios y/o accionistas invierten un capital para obtener el mayor rendimiento posible, en las cooperativas los asociados no deben esperar el máximo de rentabilidad de sus aportes sino la prestación de unos servicios determinados. Los asociados constituyen la cooperativa para que los promueva económica, social, cultural o ecológicamente, no para obtener utilidades.


 El acto cooperativo no tiene un fin de lucro, como el acto de comercio; tampoco de servicio público, como el acto administrativo, sino que tiene, en primera instancia, una finalidad de promoción de las necesidades de los asociados y, en segunda instancia, el beneficio de la comunidad en general. 


 Según se trate de cooperativas de trabajo asociado o de servicios a los asociados, estos actos se pueden clasificar en actos cooperativos de trabajo (brindarle un puesto de trabajo a sus asociados) o actos cooperativos de servicios (por ejemplo, comercialización, consumo, crédito, vivienda, educación).


 

 Acuerdo cooperativo 


 

 La Ley 79 de 1988, en su artículo 3°, define el acuerdo cooperativo de la siguiente manera: “Es acuerdo cooperativo el contrato que se celebra por un número determinado de personas, con el objeto de crear y organizar una persona jurídica de derecho privado denominada cooperativa, cuyas actividades deben cumplirse con fines de interés social y sin ánimo de lucro. Toda actividad económica, social o cultural puede organizarse con base en el acuerdo cooperativo”.


 El acuerdo cooperativo es, entonces, un acto cooperativo, como una institución propia del derecho cooperativo. El legislador, al decir que es un contrato, está diciendo, tácitamente, que se trata de un acuerdo de voluntades para crear obligaciones.


 El contrato por el cual se crea y organiza una cooperativa es nominado, pues el propio legislador lo ha llamado “acuerdo cooperativo”. Por el contrario, en el caso de la constitución de las entidades del sector solidario que no pertenecen al sector cooperativo, no hay un nombre específico para dicho contrato, por lo que podríamos denominarlo “acuerdo solidario”.


 En el acuerdo cooperativo resulta de la esencia el aporte económico que deben realizar los asociados, bien sea en dinero, especie o trabajo, convencionalmente avaluado. Las obligaciones de los asociados, en este acuerdo, no se ejecutan en un único momento sino que están dilatadas en el tiempo. Así, un asociado tiene obligación de hacer aportes ordinarios y extraordinarios, de asistir a las asambleas, etc. Sus obligaciones son, por ende, de trato sucesivo.


 Para los fundadores, el acuerdo cooperativo es un contrato de libre discusión; los asociados, en la asamblea de constitución, pueden discutir libremente el nombre de la cooperativa, su objeto, clase, domicilio, etc., mientras que para quienes ingresen posteriormente se convierte en un contrato de adhesión, pues deben acogerse a los estatutos y reglamentos que desarrollan ese contrato, tal y como están concebidos en el momento de solicitar su ingreso. Posteriormente, una vez ha sido admitido el nuevo asociado, el acuerdo ya se convierte para él en un contrato de libre discusión, pues en una asamblea general pueden volver a revisarse las reglas: por ejemplo, mediante una reforma estatutaria solicitada por aquel.




 Finalmente, los ingresos operacionales son los provenientes del desarrollo del objeto social de la organización.


 Mandato cooperativo 


 

 Dentro de esta institución propia del derecho cooperativo que constituye el acto cooperativo, puede ubicarse lo que en la doctrina alemana se denomina el “mandato cooperativo” o “encargo cooperativo”. Este concepto, desarrollado por Henzler desde el punto de vista económico, más que jurídico, constituye la cinta que liga a la asociación de personas con la empresa económica en las cooperativas.


 En el derecho civil, el mandato es un contrato en virtud del cual una persona, que se denomina mandante, encarga a otra, llamada mandatario, la gestión de uno o más negocios por cuenta y riesgo de la primera. Este contrato, que puede ser civil o comercial, es definido por el artículo 1261 del Código de Comercio como “un contrato por el cual una parte se obliga a celebrar uno o más actos de comercio por cuenta de otra”.


 Trasladando esta figura a la materia cooperativa, se observa que existe un mandato entre dos personas: los asociados, de una parte, y la cooperativa (persona jurídica), por la otra. Es esto lo que une, de paso, como lo señala Henzler, a la asociación de personas con la empresa cooperativa. Por lo tanto, al acudir en forma analógica a la definición del Código de Comercio citada, podría decirse que el mandato cooperativo consiste en “un contrato por el cual una de las partes (la cooperativa) se obliga a celebrar uno o más actos cooperativos por cuenta de la otra (los asociados)”.


 Aquí debe señalarse que se toma el concepto de acto cooperativo en su sentido amplio, no en el restringido del artículo 7° de la Ley 79 de 1988 y, por ende, implica todos los actos o negocios jurídicos que lleve a cabo la cooperativa en desarrollo de su objeto social, bien con los asociados, con otras cooperativas o con terceros.


 El objetivo de ese mandato, en general, es la promoción económica, social, cultural o ambiental de los asociados: esa es la finalidad que persigue y que en cada tipo de cooperativa, en particular, se puede concretar de diferentes maneras. Así, por ejemplo, en el caso de las cooperativas de consumo, ese mandato consiste en encargar a la cooperativa la obtención de bienes y servicios para el uso o consumo de sus asociados en condiciones más favorables que las del mercado; en una cooperativa de mercadeo, en vender los productos elaborados por los asociados buscando precios más justos para ellos; en una cooperativa de vivienda, en suministrarles un lugar para habitar a los asociados; en una cooperativa de ahorro y crédito, en conseguirles créditos en condiciones más favorables, etc.




 Si los asociados constituyen, por ejemplo, una cooperativa de vivienda pero el representante legal resuelve vender las viviendas para obtener mayores excedentes que si los entregara a los asociados, se estaría siendo eficiente desde un punto de vista económico pero no eficaz desde el punto de vista del acuerdo cooperativo, pues el objetivo para el cual se creó dicha cooperativa no fue obtener utilidades sino solucionar el problema concreto de vivienda para los asociados. De este modo se estaría incumpliendo con el mandato cooperativo, y la empresa asociativa constituida perdería su razón de ser.


 Como conclusión de este tema, puede observarse que el estudio y profundización del acto cooperativo tiene mucha relación con el de las demás instituciones jurídicas propias del derecho cooperativo, es decir, con el estudio del acuerdo cooperativo y de la empresa asociativa cooperativa, y constituye un punto más a favor del desarrollo teórico y práctico del derecho cooperativo como rama autónoma dentro del ordenamiento jurídico general.


 

 Prohibiciones para el sector solidario 


 

 De acuerdo con el numeral 3 -Prohibiciones- del Capítulo III del Título V de la Circular Básica Jurídica (CBJ 06 de 2015), sin perjuicio de lo consagrado en el estatuto de cada organización, los administradores se abstendrán, entre otras, de realizar los siguientes actos:


 

	 Concentrar el riesgo de los activos por encima de los límites legales. 
 

	 Celebrar o ejecutar en contravención a disposiciones legales, estatutarias o reglamentarias, operaciones con los directivos o con las personas relacionadas o vinculadas con ellos, por encima de los límites legales. 
 

	 Invertir en sociedades o asociaciones en las cuantías o porcentajes no autorizados por la Ley. 
 

	 Facilitar, promover o ejecutar cualquier práctica que tenga como propósito o efecto la evasión fiscal. 
 

	 No suministrar la información razonable o adecuada que a juicio de la Superintendencia de la Economía Solidaria deba entregarse a los asociados, al público o a los usuarios de las organizaciones vigiladas para que éstos puedan tomar decisiones debidamente informados y puedan conocer cabalmente el alcance de sus derechos, deberes y obligaciones en las relaciones contractuales que los vinculan o puedan llegar a vincularlos con aquellas. 
 

	 Ejercer actividades o desempeñar cargos sin haberse posesionado ante la Superintendencia de la Economía Solidaria cuando la Ley así lo exija. 
 

	 No llevar la contabilidad de la organización vigilada según las normas aplicables, o llevarla en tal forma que impida conocer oportunamente la situación patrimonial o de las operaciones que realiza, o remitir a la Superintendencia de la Economía Solidaria información contable falsa, engañosa o inexacta. 

 

	 Obstruir las funciones de vigilancia, inspección y control de la Superintendencia de la Economía Solidaria, o no colaborar con las mismas. 
 

	 Utilizar indebidamente o divulgar información sujeta a reserva. 
 

	 Incumplir o retardar el cumplimiento de las instrucciones, requerimientos u órdenes que señale la Superintendencia de la Economía Solidaria sobre las materias que de acuerdo con la Ley son de su competencia. 
 

	 En general, incumplir las obligaciones y funciones que la Ley les imponga, o incurrir en las prohibiciones, impedimentos o inhabilidades relativas al ejercicio de sus actividades. 
 


  

 La Superintendencia de la Economía Solidaria, en ejercicio de las funciones atribuidas en el artículo 36 de la Ley 454 de 1998, podrá imponer sanciones por la violación de las anteriores disposiciones a los administradores o quienes ostentan tal calidad.


 Adicionalmente, a los administradores y agentes especiales, les está prohibido adelantar actividades o acuerdos que permitan conceder ventajas económicas que beneficien a una porción de asociados y/o establecer acuerdos, combinaciones o convenios con sociedades o personas mercantiles que hagan participar a éstas, directa o indirectamente, de los beneficios o prerrogativas que las leyes otorgan a las organizaciones de la Economía Solidaria, conforme a lo dispuesto en los artículos 6° de la Ley 79 de 1988 y 13 de la Ley 454 de 1998.


 Así mismo, a los administradores y agentes especiales, también les está prohibido recibir porcentajes, comisiones, prebendas, ventajas, privilegios o similares que afecten a la organización.


 
 

 Prácticas ilegales no autorizadas e inseguras 


 

 Por su parte, el Capítulo XVI del Título V de la CBJ de 2015 manifiesta que, sin perjuicio de las responsabilidades de carácter civil, penal y/o administrativo que se deriven de las actuaciones de los administradores y de las partes interesadas, la Superintendencia considera prácticas ilegales, no autorizadas e inseguras, entre otras, las siguientes:


 

	 Ponderar un producto de manera tal que sus bondades y/o características sean contrarias a la realidad, como sucedería v.gr. en los casos en que se exprese o se insinúe que se cuenta con servicio en línea entre ciudades, o con pantallas de consulta, o que se pueden hacer electrónicamente consignaciones para el pago de servicios públicos, sin que efectivamente ello sea así. 
 



	 Inducir a error a los asociados sobre la extensión o cobertura de los productos y/o servicios. 
 

	 Ofrecer productos y/o servicios no autorizados. 
 

	 Utilizar afirmaciones que permitan deducir como definitivas situaciones que en realidad responden a fenómenos coyunturales, transitorios o variables, en relación con el mercado financiero. 
 

	 Utilizar o insinuar ponderaciones o superlativos abstractos que no reflejen una situación exacta, como sucedería con expresiones tales como “somos los primeros”, “los mejores”, “el indicado”, etc., sin decir en qué, en relación con qué o con quiénes. 
 

	 Indicar que la organización se encuentra inscrita en FOGACOOP sin estarlo, o que cuenta con el seguro de depósito cuando este se encuentra suspendido, o señalar que el producto ofrecido se encuentra amparado por el seguro de depósitos sin ser así, en el caso de cooperativas que ejercen actividad financiera. 
 

	 Realizar cobros con destino a aseguradoras para cubrir la cartera de créditos sin poseer la póliza correspondiente. 
 

	 La captación y colocación de recursos de terceros, que no tengan la condición de asociados. 
 

	 Efectuar adelantos en desembolsos de créditos sin aprobación del órgano interno competente o sin haber formalizado la documentación necesaria ante la entidad. 
 

	 Desviación de recursos (captaciones) de la sección de ahorro hacia actividades que hacen parte de la multiactividad. 
 

	 Implementación de “órdenes de pago”, las cuales tienen la característica de título valor (se endosa y circula), operando en forma similar a una cuenta corriente. 
 

	 Cuando existan organizaciones de la economía solidaria conformadas por personas naturales y jurídicas, donde las primeras son las de mayor proporción, no deben existir castigos de cartera a favor de las segundas, toda vez que se generan perjuicios a la gran mayoría de asociados (personas naturales) en razón a que con esta práctica se socializaría la pérdida. 
 

	 Ejercer las funciones correspondientes a los cargos de Representante Legal, miembro del Consejo de Administración y Revisor Fiscal, sin haber sido posesionado por la Superintendencia de la Economía Solidaria, en las entidades que deben cumplir con este requisito. 
 

	 Tratándose de quienes ejerzan la representación legal, recomendar a los asociados que voten por determinadas listas para la elección del Consejo de Administración o de la Junta de Vigilancia u órganos equivalentes en las diferentes organizaciones solidarias. 
 

	 La utilización de mecanismos o figuras legales a través de las cuales las organizaciones de la economía solidaria, encargan o facultan a terceros la ejecución de operaciones propias de su objeto social y de su naturaleza, cuando ello implique la pérdida de autonomía y discrecionalidad que debe caracterizar la toma de decisiones profesionales. 

 

	 La financiación directa o indirecta, para que cualquier asociado adquiera acciones de alguna de las entidades en donde es socia la cooperativa, cuando éstas sean la garantía. 
 

	 El otorgamiento de créditos para financiar aportes, los cuales son contabilizados como aportes sociales pagados. 
 

	 La contabilización en el pasivo de operaciones de mutuo celebradas con asociados o terceros, siendo estos personas naturales. 
 

	 Expedir CDAT, sin que exista captación real de recursos monetarios. 
 

	 La extensión de beneficios otorgados a las organizaciones cooperativas y demás organizaciones de la economía solidaria, a entidades de naturaleza jurídica diferente a las previstas en la legislación vigente, tales como recaudo de cartera de créditos de personas no asociadas previamente a la cooperativa. 
 

	 El incumplimiento del régimen de publicidad de que trata la presente Circular para las organizaciones con actividad financiera. 
 

	 No ofrecer información clara y oportuna a sus asociados respecto de sus deberes y derechos, de la gestión de sus directivas, de los estatutos y reglamentos vigentes de la organización, así como de las condiciones cuando se otorgan créditos. 
 

	 Otorgar créditos para cubrir obligaciones vencidas con la misma organización de la economía solidaria y con el objetivo de disminuir el índice de morosidad de la cartera, o cambiar sucesivamente la fecha de recaudo por ese concepto. 
 

	 Autorizar sobregiros en las cuentas de ahorro a la vista. 
 

	 Continuar con el recaudo de la cartera cuando ésta ha sido enajenada. 
 

	 Recaudo de cartera cuando ésta no ha sido otorgada por la organización solidaria. 
 

	 Realizar deducciones o descuentos a los asociados no contemplados en los estatutos o reglamentos o sin autorización del asociado, sin el conocimiento previo necesario o bajo conductas de coacción indebida por parte de la entidad. 
 

	 Condicionar la adhesión a la organización solidaria o el otorgamiento de un crédito a la adquisición de servicios o productos adicionales tales como servicios médicos, odontológicos, educativos, de hogar, exequiales, asesoría jurídica, entre otros, o a la contribución obligatoria para fondos sociales de cualquier índole. 
 

	 Incluir en el título que ampara el crédito (pagaré) otorgado al asociado, sumas diferentes a las adeudadas con ocasión del crédito (servicios médicos, odontológicos, educativos, de hogar, exequiales, asesoría jurídica, entre otros). 
 


 



 La realización de cualquiera de las prácticas señaladas en este capítulo dará lugar a la imposición de las sanciones previstas en el artículo 36 de la Ley 454 de 1998, sin perjuicio de las demás situaciones que puedan dar lugar a ello.


 

 Autocontrol de la economía solidaria 


 

 Las organizaciones de la economía solidaria sujetas a la inspección, vigilancia y control por parte de la Superintendencia de la Economía Solidaria estarán sometidas al control social, interno y técnico de sus miembros, mediante las instancias que para el efecto se creen dentro de la respectiva estructura operativa, siguiendo los ordenamientos dispuestos por la Ley y los estatutos.


 Para salvaguardar el principio de autogestión, los asociados, durante el proceso de elección de sus dignatarios, procurarán establecer criterios que tengan en cuenta la capacidad y las actitudes personales, el conocimiento, la integridad ética y la destreza de quienes ejercen la representatividad. Las organizaciones de la economía solidaria, en sus estatutos, impondrán rigurosos requisitos para el acceso a los órganos de administración y vigilancia, tomando en cuenta los criterios de la Ley.


 Según el Capítulo VII del Título V de la Circular Básica Jurídica (CBJ 06 de 2015), con excepción del máximo órgano de la administración (Asamblea General), los demás órganos de administración y vigilancia de las organizaciones supervisadas por la Superintendencia tienen el mismo nivel jerárquico dentro de su estructura interna. Esto significa que no existe superioridad del uno respecto del otro, puesto que tanto los miembros del Consejo de Administración o de la Junta Directiva (o quien desempeñe las funciones de órgano permanente de administración) como los miembros de la Junta de Vigilancia o del Comité de Control Social (o quien desempeñe las funciones de control social) son igualmente elegidos por la Asamblea General para el cumplimiento de sus funciones legales y estatutarias, las cuales deben ser ejercidas de forma autónoma e independiente, con fundamento en el principio solidario previsto en el numeral 8 del artículo 4° de la Ley 454 de 1998.


 Si bien es cierto que la Junta de Vigilancia o el Comité de Control Social están al mismo nivel jerárquico que el Consejo de Administración o la Junta de Directiva dentro de la estructura de las organizaciones, es igualmente cierto que no tienen la condición de administradores, razón por la cual se sugiere que sus miembros no asistan a las sesiones del Consejo de Administración o de la Junta Directiva, toda vez que no resulta coherente que coadyuven en la administración al participar en las sesiones de los órganos permanentes de administración con su función de control. En igual sentido, los miembros de estos no deberían asistir a las sesiones del órgano de control.


 



 Control social 


 

 El control social, estipulado en el Capítulo VII del Título V de la CBJ de 2015, está relacionado con la asociación de las organizaciones solidarias y hace referencia al control de resultados sociales y de los procedimientos para el logro de estos, así como de los derechos y obligaciones de los asociados.


 En cuanto a los resultados sociales, el control realizado es de fondo, material que, en principio, no le compete al revisor fiscal ni a ningún otro órgano de la entidad de la economía solidaria sino a la Junta de Vigilancia (en el caso de las cooperativas) o al órgano que haga sus veces en los demás tipos de organizaciones. Comoquiera que las organizaciones de economía solidaria están conformadas por un grupo de asociados unidos por un interés económico, social, cultural o ecológico común, es necesario que estos, a través de un órgano interno que los represente (Junta de Vigilancia u otro semejante) fiscalicen si se están o no satisfaciendo esas necesidades económicas, sociales, culturales o ecológicas para las cuales constituyeron la organizacion solidaria o se asociaron a ella posteriormente, es decir, si se está cumpliendo con el objeto para el cual se constituyó la organización. En eso consiste el control de los resultados sociales.


 En cuanto al control de los procedimientos para lograr los resultados propuestos, se pretende verificar que dichos resultados sociales se obtengan respetando la Ley, los estatutos y los reglamentos, así como los principios, valores, características y fines de las organizaciones de la economía solidaria. Igualmente, forma parte de este control social el velar por el cumplimiento de los derechos y obligaciones de los asociados.


 Ahora bien, el control social debe reunir dos características fundamentales, según la norma transcrita: ser interno y ser técnico.


 Características del control social, interno y técnico 


 

 El artículo 7° de la Ley 454 de 1998 dispuso expresamente:

 

 Las personas jurídicas, sujetas a la presente ley, estarán sometidas al control social, interno y técnico de sus miembros, mediante las instancias que para el efecto se creen dentro de la respectiva estructura operativa, siguiendo los ordenamientos dispuestos por la Ley y los estatutos.


 Parágrafo. Para salvaguardar el principio de la autogestión, los asociados, durante el proceso de elección de sus dignatarios, procurarán establecer criterios que tengan en cuenta la capacidad y las aptitudes personales, el conocimiento, integridad ética y la destreza de quienes ejercen la representatividad. Las organizaciones de la Economía Solidaria, en sus estatutos, establecerán rigurosos requisitos para el acceso a los órganos de administración, y vigilancia, tomando en cuenta los criterios anteriormente anotados. 


 Toda vez que en la norma citada se emplean varios términos no definidos en la Ley como son los de “control social” y sus características de ser “interno” y “técnico”, se hace necesario determinar a qué corresponden cada uno de estos conceptos, así como dar unas pautas generales sobre la forma de interpretar y aplicar lo preceptuado en dicha disposición por las organizaciones supervisadas.


 

 

	 Control social interno 

Como se desprende del hecho de ser ejercido por los propios asociados, se trata de un control interno que no puede delegarse en terceras personas, sean estas ajenas a la organización (por ejemplo, un auditor externo) o empleados de ella pero no vinculados como asociados (como un auditor interno). Son los propios asociados quienes, en desarrollo del principio de autogestión, deben ejercer el control social de la organización de economía solidaria correspondiente. 



 

	 Control social técnico 

El control social interno, no obstante estar en manos de los propios asociados, no puede ser ajeno a características técnicas; por el contrario, debe tratarse de un control idóneo, que sea eficiente y eficaz para que los asociados puedan supervisar cabalmente la gestión de la organización solidaria. A este respecto, el Legislador, en la Ley 454 de 1998, señaló unos parámetros generales para lograr que dicho control sea técnico. 

De una parte, el parágrafo del artículo 7° de la Ley 454 de 1998, ya transcrito, ordenó que en los estatutos de las organizaciones de economía solidaria se establecieran requisitos rigurosos para acceder a los órganos de administración y vigilancia. De otra parte, los incisos primero y tercero del artículo 59 de la misma ley, si bien se refieren expresamente a las juntas de vigilancia (incisos que se pueden aplicar por remisión a las demás organizaciones de la economía solidaria) disponen: 
 


  

 Las funciones señaladas por la Ley a este órgano deberán desarrollarse con fundamento en criterios de investigación y valoración y sus observaciones o requerimientos serán documentados debidamente [inciso primero].


 […]


 El ejercicio de las funciones asignadas por la Ley a las Juntas de Vigilancia se referirá únicamente al control social y no deberá desarrollarse sobre materias que correspondan a las de competencia de los órganos de administración [inciso tercero].


 



 La norma citada es imperativa en cuanto a que debe haber un control social en toda organización de la economía solidaria, el cual debe ser interno y técnico, y estar a cargo de los propios asociados. A este respecto, es importante aclarar a las organizaciones solidarias que, en interpretación de la Superintendencia, el Legislador se está refiriendo estrictamente al control social y no a otro como, por ejemplo, el que ejerce el revisor fiscal, que ni es social ni es interno, sino externo; o el del auditor interno, que es autocontrol pero no social y no necesariamente tiene que estar a cargo de los propios asociados.


 En resumen, el artículo 7° de la Ley 454 de 1998 se refiere a un control de los propios asociados sobre el aspecto social (elemento asociación), y este control debe revestir las características de ser interno (a cargo de los mismos asociados) y técnico (con fundamento en criterios de investigación, valoración y procedimientos claramente establecidos, cuyas observaciones o requerimientos serán debidamente documentados). Luego no se está hablando de tres clases de controles (control social, control interno y control técnico), sino de uno solo: el control social, pero aclarando que este debe ser interno y técnico.


 Obligatoriedad del control social, interno y técnico 


 

 Como se desprende de la lectura del artículo 7° de la Ley 454 de 1998, ya citado, todas las organizaciones de la economía solidaria están obligadas a realizar el autocontrol en los términos de la norma transcrita. Esta, si bien hace referencia a las “instancias que para el efecto se creen dentro de la respectiva estructura operativa”, expresamente advierte que se deben seguir para el efecto los ordenamientos dispuestos por la Ley y los estatutos.


 Lo anterior se traduce en que la organización correspondiente debe contar con el órgano de control social interno que la Ley haya previsto y luego sí, siguiendo esos mismos parámetros legales, puede estatutariamente desarrollar los aspectos pertinentes, así como crear las instancias que se requieran dentro de la estructura operativa. Luego, si la Ley ha previsto ya un órgano de control social, no debe entenderse el artículo 7° en el sentido de que, además, debe crearse un nuevo órgano por la entidad respectiva a partir de la entrada en vigencia de dicha norma.


 Así, por ejemplo, según los artículos 38 y siguientes de la Ley 79 de 1988, en el caso de las cooperativas el órgano encargado del control social es la Junta de Vigilancia, que debe estar conformada por dos o tres asociados hábiles y cumplir, por lo menos, las funciones señaladas en la ley. Una vez respetados estos parámetros mínimos, bien se podría en una cooperativa de grandes dimensiones implementar estatutariamente, por ejemplo, la creación de comités de vigilancia que apoyen a la Junta en su función, bajo su coordinación y sin perjuicio de las responsabilidades que les corresponden a sus miembros titulares.




 Ahora bien, no se debe entender que la cooperativa, además de la Junta de Vigilancia, debe crear otros órganos de control social que ejerzan las mismas funciones que según una norma expresa, el artículo 40 de la Ley 79 de 1988, son de competencia exclusiva de esta.


 En el caso de los fondos de empleados, aunque el Decreto Ley 1481 de 1989 consagró como opcional la existencia de un comité de control social (artículo 42), es claro que con lo dispuesto en forma taxativa por el artículo 7° de la Ley 454 de 1998, ya citado, esta opción se convirtió en una obligación y que todo fondo de empleados, al igual que toda organización de la economía solidaria, debe contar con un órgano o comité de control social. Por lo tanto, el inciso primero del artículo 42 del Decreto-Ley 1481 de 1989 (que determina lo siguiente: “Comité de control social. Los fondos de empleados deberán contemplar la existencia de un comité de control social que ejercerá las funciones de vigilancia social fijadas en los estatutos. En defecto o como complemento de éstas se aplicarán las establecidas en la legislación cooperativa para las juntas de vigilancia”) debe interpretarse en el sentido de que ya no es facultativo sino obligatorio contar con dicho comité de control social.


 El segundo inciso del mismo artículo sigue teniendo validez cuando preceptúa que “El número de integrantes, su periodo y sistema de elección serán previstos en los estatutos. Si no se previese sobre este aspecto, se aplicará el sistema del cuociente electoral previa inscripción de planchas”.


 En el caso de las precooperativas, el órgano de control social interno es el Comité de Vigilancia; en las asociaciones mutuales, la Junta de Control Social; y en las empresas de servicios en las formas de administraciones públicas cooperativas, la Junta de Vigilancia. En las demás organizaciones que reúnan las características señaladas en la Ley 454 de 1998 para formar parte del sistema de la economía solidaria y que no cuenten con una norma legal especial, se debe contemplar en los estatutos un órgano de control social, interno y técnico.


 

 Auditoría solidaria 


 

 La auditoría solidaria es el proceso de revisión o examen por parte del auditor o revisor para obtener y evaluar, íntegra y objetivamente, la plena prueba o evidencia de la información financiera, del comportamiento financiero y económico y del manejo de una entidad con el propósito de dar cuenta del grado de correspondencia entre aquellos y los criterios o indicadores establecidos o los comportamientos generalizados. El informe o dictamen que presenta el auditor otorga fe pública a la fiabilidad de los estados financieros y, por consiguiente, de la credibilidad de la Gerencia que los preparó.




 El auditor deberá planear y desarrollar la auditoría con una actitud de escepticismo profesional, reconociendo que pueden existir circunstancias que causen que los estados financieros estén substancialmente representados en forma errónea. Es así que, en tanto los estados financieros son una imagen fiel de la situación financiera y patrimonial de la organización solidaria, del resultado de sus operaciones en un periodo determinado y de los orígenes y aplicaciones de sus recursos, la auditoría de estos se preocupa en determinar que reflejen todas y cada una de dichas operaciones, de acuerdo con los estándares internacionales de información financiera.


 No existe en nuestra legislación disposición alguna que equipare la revisoría fiscal con la auditoría externa. Por consiguiente, no es válido pretender que el trabajo y la responsabilidad del revisor fiscal y del auditor externo sean equivalentes. Así, mientras el cargo de revisor fiscal es de carácter obligatorio para aquellas organizaciones en donde por ministerio de la Ley se exige, el de auditor externo es opcional.


 El revisor fiscal principal y su suplente son elegidos por el máximo órgano de administración de las organizaciones solidarias (Asamblea General), y una vez el primero acepte el cargo y se efectúe su registro en la Cámara de Comercio del domicilio social, este conservará su calidad para todos los efectos legales mientras no se cancele su inscripción con el registro de un nuevo nombramiento (artículo 164 del Código de Comercio).


 En lo que hace a la subordinación del revisor fiscal en Colombia, es claro que no puede estar bajo la dependencia de los administradores y directivos, sino de los asociados como voceros del interés común de la organización solidaria. No ocurre lo mismo con el auditor externo, quien depende directamente de la administración y es a esta a quien debe rendir el resultado de su gestión. Además, los deberes del revisor fiscal no podrán cumplirse a cabalidad sino mediante una inspección asidua y un control permanente (artículo 207, ordinales 5 y 6 del Código de Comercio), a diferencia de lo que ocurre en el ejercicio del cargo de auditor externo, el cual puede ejercerse en forma temporal u ocasional, de acuerdo al trabajo contratado.


 En consecuencia, no puede sostenerse desde el punto de vista jurídico que la revisoría fiscal y la auditoría externa desempeñen las mismas funciones y, por consiguiente, que el alcance de las responsabilidades que a ambas competen sea el mismo. De otra parte, el revisor fiscal está sujeto no solo a la responsabilidad civil que puede derivarse del ejercicio de su profesión (artículo 211 del Código de Comercio), sino también a las sanciones administrativas (artículos 216 del Código de Comercio y artículo 36, numeral 6 de la Ley 454 de 1998), disciplinarias (artículos 27 y 35 al 40 de la Ley 43 de 1990) y penales (artículos 62, 157, 212, 293 y 395 del Código de Comercio). Se indica además que el revisor fiscal, como contador público que es (artículo 215 del Estatuto Mercantil), se asimila a un funcionario público para efectos de las sanciones penales por culpas o delitos que cometiese en el ejercicio de actividades propias de su profesión (artículo 10 parágrafo de la Ley 43 de 1990). 


 

 Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas (NAGA) 


 

 El adecuado cumplimiento de las labores previstas en el artículo 207 del Código de Comercio supone en el revisor fiscal por lo menos el acatamiento de las normas locales de auditoría (artículo 7° de la Ley 43 de 1990), que contienen las reglas básicas que dicho funcionario debe seguir en la realización de su trabajo con respecto a las entidades del Grupo 2 (NIIF para pymes) que posean un total de activos menor a los 30.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV).


 Las Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas, según el artículo 7º de la Ley 43 de 1990, se relacionan con las cualidades profesionales del contador público y con el empleo de su buen juicio en la ejecución de su examen y en su informe referente a este. Dichas normas son las siguientes:


 

	 Normas personales 

 

	 El examen debe ser ejecutado por personas que tengan entrenamiento adecuado y estén habilitadas legalmente para ejercer la contaduría pública en Colombia. 
 

	 El contador público debe tener independencia mental en todo lo relacionado con su trabajo para garantizar la imparcialidad y objetividad de sus juicios. 
 

	 En la ejecución de su examen y en la preparación de sus informes, debe proceder con diligencia profesional. 
 


 
 


 

 

	 Normas relativas a la ejecución del trabajo 

 

	 El trabajo debe ser técnicamente planeado, y debe ejercerse una supervisión apropiada sobre los asistentes, si los hubiere. 
 

	 Debe hacerse un apropiado estudio y una evaluación del sistema de control interno existente, de manera que se pueda confiar en él como base para la determinación de la extensión y oportunidad de los procedimientos de auditoría. 
 

	 Debe obtenerse evidencia válida y suficiente, por medio de análisis, inspección, observación, interrogación, confirmación y otros procedimientos de auditoría, con el propósito de allegar bases razonables para el otorgamiento de un dictamen sobre los estados financieros sujetos a revisión. 
 


 
 


 



 

	 Normas relativas a la rendición de informes 

 

	 Siempre que el nombre de un contador público sea asociado con estados financieros, deberá expresar de manera clara e inequívoca la naturaleza de su relación con tales estados. Si practicó un examen de ellos, el contador público deberá expresar claramente el carácter de su examen, su alcance y su dictamen profesional sobre lo razonable de la información contenida allí. 
 

	 El informe debe contener indicación sobre si los estados financieros están presentados de acuerdo con principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. 
 

	 El informe debe contener indicación sobre si tales principios han sido aplicados de manera uniforme en el periodo corriente en relación con el periodo anterior. 
 

	 Cuando el contador público considere necesario expresar salvedades sobre algunas de las afirmaciones genéricas de su informe y dictamen, deberá hacerlo de manera clara e inequívoca. 
 


 
 


 

 El artículo 1.2.1.2 del Decreto 2420 de diciembre 14 de 2015, modificado por el artículo 4º del Decreto 2496 de 2015, quedó de la siguiente manera:

 

 Artículo 1.2.1.2. Ámbito de aplicación. El presente título será de aplicación obligatoria para todos los contadores públicos, en las siguientes condiciones:


 1. Los revisores fiscales que presten sus servicios, a entidades del Grupo 1, y a las entidades del Grupo 2 que tengan más de 30.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV) de activos o, más de 200 trabajadores, en los términos establecidos para tales efectos en el titulo 1 de la Parte 1 del Libro 1 y en el título 2 de la Parte 1 del Libro 1, respectivamente, del Decreto 2420 de 2015 y normas posteriores que lo modifiquen, adicionen o sustituyan, así como a los revisores fiscales que dictaminen estados financieros consolidados de estas entidades, aplicarán las NIA contenidas en el anexo 4 de dicho Decreto 2420 de 2015, en cumplimiento de las responsabilidades contenidas en los articulas 207, numeral 7º, y 208 del Código de Comercio, en relación con el dictamen de los estados financieros, y aplicarán las ISAE contenidas en dicho anexo 4, en desarrollo de las responsabilidades contenidas en el artículo 209 del Código de Comercio, relacionadas con la evaluación del cumplimiento de las disposiciones estatutarias y de la asamblea o junta de socios y con la evaluación del control interno. 
A los revisores fiscales de las entidades que no pertenezcan al Grupo 1 y que voluntariamente se acogieron a emplear el marco técnico normativo de dicho Grupo, les será aplicable lo dispuesto en el presente artículo.





 2. Los revisores fiscales que presten sus servicios a entidades no contempladas en este artículo, continuarán aplicando los procedimientos de auditarla previstos en el marco regulatorio vigente y sus modificaciones, y podrán aplicar voluntariamente las NAI descritas en el numeral 1 anterior. 


 Parágrafo. El cálculo del número de trabajadores y de los activos totales, a que alude el presente decreto se hará con base en el promedio de doce (12) meses correspondiente al año anterior al del periodo objeto de los servicios de revisarla fiscal.


 

 Si bien el diseño y aplicación de los mecanismos de control es responsabilidad de los órganos de administración de cada organización, las organizaciones que tengan auditoría interna o quien ejecute funciones similares o haga sus veces deberán incluir dentro de sus procesos un programa específico para verificar el cumplimiento del Sistema de Prevención y Control de Lavado de Activos y de Financiación del Terrorismo (SIPLAFT) de cada organización, basado en los procedimientos generalmente aceptados.


 Los resultados de estas evaluaciones deberán ser informados a la brevedad al Consejo de Administración o Junta Directiva y al oficial de cumplimiento para que se realicen los análisis correspondientes y se adopten los correctivos necesarios. En consecuencia, para evidenciar el adecuado cumplimiento de sus funciones, a más de los resultados de su labor, deberá tenerse en cuenta la observancia de las Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas (NAGA), que fueron definidas y clasificadas en el artículo 7° de la Ley 43 de 1990 y ampliadas por el pronunciamiento N.° 4 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, órgano facultado por la ley precitada para complementar y actualizar dichas normas.


 Además del dictamen antes citado, el revisor fiscal, por tener la calidad de contador público, deberá observar los pronunciamientos del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, en especial los relacionados con normas de auditoría, papeles de trabajo y revisoría fiscal. A su vez, emitirá una certificación sobre la información remitida a la Superintendencia de la Economía Solidaria.


 En ese sentido cabe aclarar que la Supersolidaria, atenta a la labor que vienen desarrollando los revisores fiscales en cumplimiento de los preceptos legales y de normas profesionales, y considerando que los informes por estos certificados deben estar soportados en papeles de trabajo y que la elaboración de estos no los libera de continuar el examen y la verificación de los diversos asuntos que les son inherentes, denunciando las irregularidades si las hubiere, en aras de hacer más profesional su labor, ha estimado procedente replantear la función de certificación que debe adelantar el revisor fiscal ante la Superintendencia. En consecuencia, se ha establecido que requerirán de la firma del revisor fiscal solamente aquellos informes que tengan que ver básicamente con los siguientes reportes:




 

	 Los que deban ser elaborados en cumplimiento de las normas establecidas y exigidas por el Código de Comercio y sus disposiciones reglamentarias y la Ley 43 de 1990, relacionados, entre otros, con la presentación de estados financieros básicos, estados financieros consolidados y estados financieros de publicación, con excepción de las notas a los estados financieros. Los citados informes deben remitirse de acuerdo con los procedimientos establecidos por la Supersolidaria tanto para la remisión de los estados financieros consolidados o de propósito general, separados e individuales, como para los estados financieros de fin de ejercicio, sin perjuicio de atender las solicitudes formuladas a través de las glosas que de su análisis se desprendan. 
 

	 En los demás casos, y con el fin de evaluar la manera como la organización está dando cumplimiento a todas las normas legales, estatutarias y reglamentarias vigentes, el revisor fiscal deberá allegar, con la misma periodicidad de los estados financieros y de fin de ejercicio que se deben remitir a la Supersolidaria, un dictamen en el que se exprese claramente la información financiera revisada, las normas o prácticas de auditoría seguidas (ya sean las NAI o las NAGA) y su opinión sobre si la información reportada ha sido fielmente tomada de los libros de contabilidad, se ha dado cumplimiento a las normas legales respectivas y se han seguido procedimientos adecuados para su determinación y presentación, sin perjuicio de que tan pronto como se detecte una irregularidad, que en opinión de la revisoría fiscal deba ser conocida por la Supersolidaria, se pronuncie sobre tal circunstancia. Dicho reporte versará principalmente sobre la fidelidad de la información transmitida a la Superintendencia de la Economía Solidaria en relación con el cumplimiento del fondo de liquidez, las inversiones, el patrimonio adecuado y la relación de solvencia, la razonabilidad de la cartera, los límites a los cupos individuales y la concentración de operaciones, el límite de captación, y lo referente al lavado de activos y financiación del terrorismo (SIPLAFT). 
 


 

 Cuando por cualquier circunstancia el revisor fiscal considere pertinente expresar alguna salvedad sobre la información examinada, deberá dejarse constancia concreta y precisa de la información respectiva, con indicación de las causas que la motivan.


 Es claro para la Supersolidaria que la revisión de esta información financiera es menor, en alcance, que un examen de acuerdo con las Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas (NAGA) con el fin de dictaminar los estados financieros de fin de ejercicio y de cumplir con los requisitos del Código de Comercio y demás normas al respecto.


 



 Cualidades y deberes del contador público en ejercicio de la auditoría 


 

 El contador público, como profesional de la contaduría pública que pretenda realizar una labor buena y exitosa como auditor externo, adicional a las Normas de Aseguramiento de la Información emanadas por el Gobierno Nacional, debe tener la más completa formación y competencia profesional, así como los más altos valores éticos para lo que tiene que ver con el trabajo de campo. También debe tener una serie de aspectos que lo caractericen como persona y como profesional, dentro de los cuales se enumeran:


 

	 Experiencia: Entendida como el conocimiento de las cosas y la cual se adquiere con la práctica. El auditor, al examinar los estados financieros de una empresa, se ve enfrentado a tener conocimientos del área contable para saber si los registros se ajustan a las normas vigentes; del área financiera para poder juzgar si estos reflejan razonablemente la situación financiera de la empresa; de ejecución estratégica de negocios para poder determinar si la gestión de la administración ha sido la más adecuada; y, por último, de control interno para poder evaluar la existencia y la operatividad y si esta brinda una seguridad razonable mas no absoluta de las operaciones. 
 

	 Espíritu de investigación: Referida a la disposición particular de la inteligencia para intentar conocer los hechos a través del estudio y búsqueda de su ocurrencia. El auditor no se puede quedar con las solas y frías cifras o con lo que le digan los examinados; por el contrario, tiene que ser un ser escéptico y asumir siempre el beneficio de la duda. Por lo tanto, debe validar la certeza de las cifras y de las declaraciones que le han emitido. La historia relata la frase célebre de Santo Tomás de Aquino: “Hasta no ver no creer”, lo que equivale a “Hasta no investigarlo todo, no lo doy por cierto”. La razón de ser de la investigación está en darle respuesta no al por qué sino al para qué. 
 

	 Capacidad de análisis y observación: El auditor debe tener la habilidad para descomponer las partes de un todo, para lo cual requiere examinar las cosas con mucha atención. Con el fin de emitir un juicio, se debe examinar todo el proceso con un criterio analítico, y durante el examen observar el comportamiento de los elementos; por tanto, requiere estudiar y escudriñar los diferentes procedimientos. 
 

	 Carácter: Tiene que ver con el desarrollo de la personalidad del auditor, su idiosincrasia, su forma de ser como persona, como ser de carne y hueso. El auditor debe ser una persona de criterio firme, no fácilmente influenciable, pero a la vez tener criterio flexible para conciliar. Su carácter le debe permitir defender sus criterios y opiniones con firmeza hasta que se le demuestre que está equivocado, situación que, de llegar a suceder, no lo debe cegar para admitirlo pronta y francamente. Escudado en un carácter rígido, no se puede esconder la intransigencia. 

 

	 Prudencia: Tiene relación directa con la templanza o moderación en las palabras o en las acciones. La prudencia debe ser una de las cualidades más arraigadas en el auditor, por cuanto él tiene acceso ilimitado a la información procesada por la compañía y conoce el know how de los diferentes procesos seguidos en la empresa, así como las políticas y los diferentes controles, lo cual le exige que sea moderado y reservado en el manejo de estos aspectos. Asimismo, debe observar prudencia al emitir sus juicios, por cuanto estos deben estar respaldados por la evidencia que le entregan sus papeles de trabajo. Es común la expresión: “Haz de tu lengua una balanza para que peses tus palabras” porque la palabra, junto con el tiempo y la flecha, son las tres cosas que una vez lanzadas no se pueden devolver. 
 

	 Presentación personal: Consiste en la acción y el efecto de presentar el aspecto exterior. El auditor en su presentación personal debe ser impecable. No quiere decir que necesite estrenar todos los días ni que use la ropa de la marca de moda, sino, como decían las abuelas: “Usado pero limpio”. El auditor en su presentación personal debe causar una buena impresión por la autoridad que reviste e irradia, lo cual infunde respeto y señorío. En el caso de las damas, su vestimenta debe ser ropa de oficina, decente y recatada. La presentación personal del auditor debe ser tan cuidadosa que comulgue con la expresión: “No hay sino una oportunidad para causar una buena impresión”. 
 

	 Relaciones interpersonales: Es la habilidad que tiene el ser humano para comunicarse y crear un ambiente de sana convivencia en los conglomerados donde le toque actuar. El auditor debe tener buenas relaciones interpersonales con todas las personas que tenga que abordar por razón de su trabajo, y regirse por principios tales como respeto, cordialidad, sinceridad, responsabilidad, siempre conservando las debidas distancias debido a su cargo. No le es permitido al auditor establecer relaciones de amistad o enemistad profundas con el personal de su cliente, por cuanto esto le resta autoridad e independencia mental a sus juicios y puede prestarse para beneficiar o perjudicar a los responsables de los cargos comprometidos en situaciones mencionadas en sus informes. 
 

	 Cuidado y diligencia profesional: El auditor, en el desarrollo de su trabajo, debe colocar y demostrar el más alto interés y disposición para resolver con la mayor rapidez las situaciones que se presentan en el examen de la información contable, financiera, tributaria y comercial de su cliente. Haciendo gala de la prudencia, debe tener mucho cuidado y tacto al responder las inquietudes de su cliente, al punto que estas no le generen nuevos riesgos. 

 

	 Ética: Conocida como el conjunto de principios y reglas morales que regulan el comportamiento de los seres humanos. El auditor debe tener la ética como el patrón de sus actos, como algo aprendido y aprehendido desde la niñez, por cuanto no se es gente sino que se nace siendo gente. Si el auditor quiere saber si está aplicando la ética a su trabajo, debe ser consciente de que en todo momento debe observar la independencia, la integridad, la objetividad, la competencia profesional, la diligencia, el debido cuidado, la confidencialidad y la conducta profesional. La ética aparece definida lapidariamente en el texto bíblico: “No le hagas a nadie lo que no quieras que te hagan a ti”, o lo que es lo mismo: “Haz con los demás lo que tú quieres que ellos hagan contigo”. 
 


 
 

 Aseguramiento de la información 


 

 El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de Comercio e Industria y Turismo aprobaron la expedición del marco técnico normativo de las Normas de Aseguramiento de la Información (NAI), contemplado en el anexo 4 del Decreto 2420 de 2015. Allí obliga a aplicar las Normas de Aseguramiento de la Información a los revisores fiscales y auditores que presten servicios a entidades del Grupo 1 (NIIF plenas) y a las entidades del Grupo 2 (NIIF para pymes) que tengan más de 30.000 SMMLV de activos o más de 200 trabajadores en los términos establecidos para tal efecto en los decretos 2784 de 2012 y 3022 de 2013, normas que fueron compiladas en el citado Decreto 2420 de 2015, modificado por el Decreto 2496 de 2015.


 Con el propósito de entender el contenido de las Normas de Aseguramiento de la Información establecidas en el mencionado anexo 4, a continuación se relaciona cada uno de los temas, indicando el número de la página en la que se encuentran ubicados según el decreto original, el cual se subdivide en los siguientes grupos:


 

	 Código de Ética de Profesionales de la Contaduría. 
 

	 Norma Internacional de Control de Calidad (NICC). 
 

	 Norma Internacional de Auditoría (NIA). 
 

	 Normas Internacionales de Trabajos de Revisión 2400 (NITR). 
 

	 Normas Internacionales de Trabajos de Revisión 2410. 
 

	 Normas Internacionales de Trabajos para Atestiguar 3000 (ISAE por su sigla en inglés). 
 

	 Normas Internacionales para Encargos que Proporcionan un Grado de Seguridad 3400, antes NIA 810. 
 



	 Normas Internacionales para Encargos que Proporcionan un Grado de Seguridad 3402 (ISAE). 
 

	 Normas Internacionales de Servicios Relacionados 4400, antes NIA 920 (NISR). 
 

	 Normas Internacionales sobre Servicios Relacionados 4410, antes NIA 930. 
 


 

 Con el propósito de conocer el contenido del Decreto 2420 de 2015, modificado y adicionado por el Decreto 2496 del mismo año, se transcribe y se relaciona cada uno de los temas del anexo 4 al final del libro, en el Capítulo XII. En este se describe cada uno de estos asuntos con su respectiva tabla de contenido de acuerdo con el mencionado documento para facilitar así lo incluido en cada materia de cada norma NIA.


 Ahora bien, entre las Normas Internacionales de Aseguramiento de la Información (NAI) encontramos las Normas Internacionales de Auditoría (NIA) (páginas 176 a 788 del anexo 4), cuyo propósito es dar lineamientos o fijar guías sobre los objetivos y fundamentos por los cuales se debe regir un revisor o auditor en el momento de revisar los estados financieros. A continuación relacionamos cada una de estas NIA, indicando la página correspondiente a la norma original, con el propósito de facilitar su ubicación.


 Adicional a las normas anteriores, se encuentran las declaraciones o prácticas para proveer asistencia técnica en la implementación de los estándares internacionales y, además, para promover las buenas prácticas. Dichas declaraciones, que tienen como fundamento el cumplimiento del código de ética de la Federación Internacional de Contadores Públicos (IFAC), se encuentran enumeradas de la siguiente manera:


 1000-1100: Declaraciones Internacionales de Prácticas de Auditoría (IAPS).
 2000-2699: Normas Internacionales de Trabajos de Revisión (ISRE).
 3000-3699: Normas Internacionales de Trabajos para Atestiguar (ISAE).
 4000-4699: Normas Internacionales de Servicios Relacionados (ISRS).


 Se entiende por estándares internacionales de auditoría y aseguramiento de la información, de acuerdo con el Handbook 2012 del IFAC, un sistema o conjunto amplio que incluye:


 

	 Los fundamentos (prefacio, estructura conceptual y glosario). 
 

	 El código de ética. 
 

	 Estándares internacionales de control de calidad (ISQC). 
 

	 Los estándares internacionales de auditoría (ISA). 
 

	 Declaraciones internacionales sobre la práctica de auditoría (IAPS). 
 

	 Estándares internacionales de compromisos de revisión de información financiera histórica (ISRE). 
 



	 Estándares internacionales de compromisos de aseguramiento diferente de información financiera histórica (ISAE). 
 

	 Estándares internacionales sobre servicios relacionados (ISRS). 
 


 

 Como se destaca en López (2012):

 

 En el aseguramiento, el contador profesional (en ejercicio público) se compromete a dar seguridad razonable de que la información contenida en los estados financieros (o en otra materia sujeto) representa de manera razonable la posición financiera, el desempeño financiero y los flujos de efectivo (o en otra materia sujeto) de acuerdo con los IFRS (u otro criterio). Y para ello se compromete a hacer un examen (ISA) que le dé seguridad razonable de ello.


 El aseguramiento consiste en hacer que la información sea creíble, esto es, que el usuario pueda confiar en ella para la toma de decisiones.


 

 Las normas de auditoría son los requisitos mínimos de calidad relativos a la personalidad del auditor, al trabajo que desempeña y a la información que rinde como resultado. Esto es lo que antes de la expedición del Decreto 2420 de 2015 se denominaba NAGAS. Sin embargo, la modificación posterior de dicho decreto no implica que estas últimas hayan desaparecido, pues son aplicables a las entidades del Grupo 2 (NIIF para pymes) con activos menores de 30.000 SMMLV, como se ha manifestado anteriormente.


 Con la expedición del Decreto 2496 de 2015, que modificó el Decreto 2420 de 2015, se ha ampliado el alcance del aseguramiento mediante las NAI, toda vez que aplican en diversas actividades como son las auditorías independientes a los estados de situación financiera, la auditoría interna, las auditorías de cumplimiento, las auditorías financieras y la administración de riesgos, entre otras. Hay que tener en cuenta además que en el sector solidario no existe entidad alguna que sea de interés público, de tal suerte que no se exige, por disposiciones legales y reglamentarias, que su auditoría sea de conformidad con los mismos requerimientos de independencia que les son aplicable a las entidades cotizadas. La Sección 290 de las NAI define claramente cuáles son las entidades de interés público.


 El proceso de convergencia hacia los estándares internacionales va más allá de las normas internacionales de información financiera. En efecto, la expedición de la ley que regula los principios y normas de contabilidad de información financiera y de aseguramiento de información aceptados en Colombia hace parte de todo un proceso complejo dirigido a aplicar las nuevas regulaciones que deben tener en cuenta los profesionales de la contabilidad, aún más en el ejercicio de auditores y revisores fiscales.




 Lo primero que debemos mencionar es que las NAI están compuestas por el siguiente conjunto de normas, todas emitidas por el Consejo de Normas Internacionales de Auditoría y Aseguramiento (IAASB por su sigla en inglés), con excepción del Código de Ética para Profesionales de la Contaduría, expedido por el Consejo de Normas Internacionales de Ética para Contadores (IESBA por sus sigla en inglés):


 

	 Código de Ética para Profesionales de la Contaduría. 
 

	 Normas Internacionales de Auditoría (NIA). 
 

	 Normas Internacionales de Control de Calidad (NICC). 
 

	 Normas Internacionales de Trabajos de Revisión (NITR). 
 

	 Normas Internacionales de Trabajos para Atestiguar (ISAE por su sigla en inglés). 
 

	 Normas Internacionales de Servicios Relacionados (NISR). 
 


 
 

 Estándares internacionales de auditoría 
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 La convergencia a estándares internacionales de información, promulgada por la Ley 1314 del 2009, no termina, como muchos creen, con la adopción de las normas internacionales de información que vienen adelantando todas las empresas, dependiendo del grupo al que correspondan; de hecho, ese es el primer paso. No puede olvidarse que el sentido mismo de la adopción se centra en generar información de propósito general que haga valor para los usuarios, que son quienes toman las decisiones. Esto implica disponer de datos transparentes, comparables y pertinentes. 


 El asunto es que, para garantizar que la información cumpla con estos atributos, se requiere que un tercero independiente acredite el cumplimiento de las normas en su esencia frente a la realidad económica. Este tercero hace un acto de aseguramiento, y ese es el segundo paso para el cierre de la estructura regulatoria de la adopción. En principio, esa es una función, si bien cuestionada por el Banco Mundial, que viene ejecutando el revisor fiscal por cuanto el sujeto debe ser independiente y, en consecuencia, no puede mantener otras funciones distintas a la expresión de un dictamen sobre el reporte financiero. Sin embargo, se advierte que en nuestro medio el ejercicio del revisor fiscal incluye labores de certificación y fiscalización que no son compatibles con esta condición que imponen los estándares de aseguramiento del reporte.


 La orientación y aplicación de esta ley pone una carga profunda a los auditores y a la revisoría fiscal en tanto les exigirá resolver elementos de orden técnico, funcional y legal que hoy sustentan su ejercicio, comoquiera que pueden resultar incompatibles con la aplicación de los estándares internacionales de aseguramiento. De entrada, será preciso revisar su objetivo misional para establecer si su intervención se encuentra en el apoyo a las autoridades gubernamentales para acreditar las acciones y responsabilidades de cumplimiento y reporte de los administradores, o en acreditar la transparencia de la información de las entidades para otorgar confianza pública.


 El tema que debe resolverse, en consecuencia, es cómo alinear los estándares globales de aseguramiento con las funciones existentes de revisoría fiscal. Las propuestas que han aparecido van desde la separación de la revisoría fiscal de las funciones de aseguramiento de un auditor hasta la coexistencia de una revisoría fiscal que haga labores de expresión de un dictamen, dando una aplicación “limitada” a las Normas Internacionales de Auditoría. Lo importante es considerar cuál mecanismo permite contribuir con mayor eficiencia a la transparencia requerida de información para presentar un informe financiero claro y real.


 Otro paso implica establecer el órgano o agente responsable ante terceros de la emisión del reporte, que, en términos generales, es un acto de gobierno empresarial que hace imperativo manifestar los responsables de la preparación, revelación e información. Aunque por lo general se entiende que es el órgano máximo, la Alta Gerencia o un representante quien asume la responsabilidad por el contenido, la estructura y la relevancia de las políticas adoptadas frente a la realidad del modelo de negocio, en Colombia este compromiso se le ha venido adjudicando absolutamente al contador, quien acompaña con su firma la responsabilidad del representante legal por cuanto debe cumplir con unas reglas de preparación y cumplimiento de prácticas reguladas. Sin embargo, en un marco de principios, como lo inducen las normas internacionales de información financiera, este es otro asunto que debe resolverse ya que la preparación del reporte implica tomar decisiones de política en el ente que gobierna el desarrollo de las actividades plasmadas en los estatutos, y es esa la razón de la problemática para la garantía de trasparencia de la información. 


 Como se dijo anteriormente, el Decreto 2420 de 2015 será de aplicación obligatoria para los revisores fiscales que presten sus servicios a entidades correspondientes al Grupo 1 (NIIF plenas) y al Grupo 2 (NIIF para pymes), que tengan más de 30.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes de activos o más de 200 trabajadores, en los términos establecidos para tales efectos en dicha norma y en las posteriores que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Del mismo modo se regula además el actuar de los revisores fiscales que dictaminen estados financieros consolidados de estas organizaciones.


 Ahora bien, aquellos revisores que presten sus servicios a entidades no contempladas en lo dicho anteriormente, es decir, las de los grupos 1 y 2 que tengan menos de 30.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes de activos, o menos de 200 trabajadores, continuarán aplicando los procedimientos de auditoría previstos en el marco regulatorio vigente y sus modificaciones pertinentes.


 El revisor fiscal podrá aplicar voluntariamente las NIA en cumplimiento de las responsabilidades contenidas en el artículo 207, numeral 7°, y en el artículo 208 del Código de Comercio en relación con el dictamen de los estados financieros. También podrá utilizar las ISAE en desarrollo de las responsabilidades contenidas en el artículo 209 del Código de Comercio, relacionadas con la evaluación del cumplimiento de las disposiciones estatutarias y de la asamblea y con la evaluación del control interno. Para este último caso no sería necesario que el revisor prepare informes separados, pero sí que exprese una opinión o concepto sobre cada uno de los temas contenidos en ellos.


 Obligatoriamente, los contadores públicos aplicarán en sus actuaciones profesionales el Código de Ética para profesionales de la Contaduría que se encuentra en el anexo 4 del Decreto 2420 de 2015, en concordancia con el Capítulo Cuarto, Título Primero, de la Ley 43 de 1990, que dice: 






 Ley 43 de 1990
 CAPÍTULO CUARTO
 TÍTULO PRIMERO
 Código de ética profesional

 

 ARTÍCULO 35. 
 Las siguientes declaraciones de principios constituyen el fundamento esencial para el desarrollo de las normas sobre ética de la Contaduría Pública:


 La Contaduría Pública es una profesión que tiene como fin satisfacer necesidades de la sociedad, mediante la medición, evaluación, ordenamiento, análisis e interpretación de la información financiera de las empresas o los individuos y la preparación de informes sobre la correspondiente situación financiera, sobre los cuales se basen las decisiones de los empresarios, inversionistas, acreedores, demás terceros interesados y el Estado acerca del futuro de dichos entes económicos.


 El Contador Público como depositario de la confianza pública, da fe pública cuando con su firma y número de tarjeta profesional suscribe un documento en que certifique sobre determinados hechos económicos. Esta certificación, hará parte integral de lo examinado.


 El Contador Público, sea en la actividad pública o privada, es un factor de actividad y directa intervención en la vida de los organismos públicos y privados.


 Su obligación es velar por los intereses económicos de la comunidad, entendiéndose por ésta no solamente a las personas naturales o jurídicas vinculadas directamente a la empresa sino a la sociedad en general, y naturalmente, el Estado.


 La conciencia moral, la aptitud profesional y la independencia mental constituyen su esencia espiritual.


 El ejercicio de la Contaduría Pública implica una función social, especialmente a través de la fe pública que se otorga en beneficio del orden y la seguridad en las relaciones económicas entre el Estado y los particulares, o de estos entre sí.


 ARTÍCULO 36. 
 La sociedad en general y las empresas en particular son unidades económicas sometidas a variadas influencias externas; el Contador Público en el desarrollo de su actividad profesional deberá utilizar en cada caso los métodos de evaluación más apropiados para la situación que se presenta, dentro de los lineamientos dados por la profesión y podrá, además, recurrir a especialistas de disciplinas diferentes a la contaduría pública y la utilización de todos los elementos que las ciencias y la técnica ponen a su disposición.


 ARTÍCULO 37. 
 En consecuencia, el Contador Público debe considerar y estudiar al usuario de sus servicios como ente económico separado que es, relacionarlo con las circunstancias particulares de su actividad, sean éstas internas o externas, con el fin de aplicar, en cada caso, las técnicas y los métodos más adecuados para el tipo de ente económico y la clase de trabajo que se le ha encomendado, observando en todos los casos los siguientes principios básicos de ética profesional: 


 1. Integridad.
 2. Objetividad.
 3. Independencia.
 4. Responsabilidad.
 5. Confidencialidad.
 6. Observancia de las disposiciones normativas.
 7. Competencia y actualización profesional.
 8. Difusión y colaboración.
 9. Respeto entre colegas.
 10. Conducta ética.


 Los anteriores principios básicos deberán ser aplicados por el Contador Público tanto en el trabajo más sencillo como en el más complejo, sin ninguna excepción.


 De esta manera contribuirá al desarrollo de la Contaduría Pública a través de la práctica cotidiana de su profesión.


 Los principios de ética anteriormente enunciados son aplicables a todo Contador Público por el solo hecho de serlo, sin importar la índole de su actividad o la especialidad que cultive, tanto en el ejercicio independiente o cuando actúe como funcionario o empleado de Instituciones públicas o privadas, en cuanto sean compatibles con sus funciones.


 La explicación de los principios básicos de la ética profesional es la siguiente:


 1. Integridad 
 El Contador Público deberá mantener incólume su integridad moral, cualquiera que fuere el campo de su actuación en el ejercicio profesional. Conforme a esto, se espera de él rectitud, probidad, honestidad, dignidad y sinceridad en cualquier circunstancia. Dentro de este mismo principio quedan comprendidos otros conceptos afines que, sin requerir una mención o reglamentación expresa, pueden tener una relación con las normas de actuación profesional establecidas. Tales conceptos pudieran ser los de conciencia moral, lealtad en los distintos planos, veracidad como reflejo de una realidad incontrastable, justicia y equidad con apoyo en el derecho positivo.


 2. Objetividad 
 La Objetividad representa ante todo imparcialidad y actuación sin perjuicios en todos los asuntos que corresponden al campo de acción profesional del Contador Público. Lo anterior es especialmente importante cuando se trata de certificar, dictaminar u opinar sobre los estados financieros de cualquier entidad. Esta cualidad va unida generalmente a los principios de integridad e independencia y suele comentarse conjuntamente con esto.




 3. Independencia 
 En el ejercicio profesional, el Contador Público deberá tener y demostrar absoluta independencia mental y de criterio con respecto a cualquier interés que pudiera considerarse incompatible con los principios de integridad y objetividad, con respecto a los cuales la independencia, por las características peculiares de la profesión contable, debe considerarse esencial y concomitante.


 4. Responsabilidad 
 Sin perjuicio de reconocer que la responsabilidad, como principio de la ética profesional, se encuentra implícitamente en todas y cada una de las normas de Ética y reglas de conducta del Contador Público, es conveniente y justificada su mención expresa como principio para todos los niveles de la actividad contable. En efecto, de ella fluye la necesidad de la sanción, cuyo reconocimiento en normas de ética promueve la confianza de los usuarios de los servicios de Contador Público, compromete indiscutiblemente la capacidad calificada, requerida por el bien común de la profesión.


 5. Confidencialidad 
 La relación del Contador Público con los usuarios es el elemento primordial de la práctica profesional. Para que dicha relación tenga pleno éxito debe fundarse en un compromiso responsable, leal y auténtico, el cual impone la más estricta reserva profesional.


 6. Observancia de las disposiciones normativas 
 El Contador Público deberá realizar su trabajo cumpliendo eficazmente las disposiciones profesionales promulgadas por el Estado aplicando los procedimientos adecuados debidamente establecidos. Además, deberá observar las recomendaciones recibidas de sus clientes o de los funcionarios competentes del ente que requiere sus servicios, siempre que estos sean compatibles con los principios de integridad, objetividad e independencia, así como los demás principios de las normas de ética y reglas formales de conducta y actuación aplicables en las circunstancias.


 7. Competencia y actualización profesional 
 El Contador Público sólo deberá contratar trabajos para los cuales él o sus asociados o colaboradores cuenten con las capacidades e idoneidad necesaria para que los servicios comprometidos se realicen en forma eficaz y satisfactoria. Igualmente, el Contador Público, mientras se mantenga en ejercicio activo, deberá considerarse permanentemente obligado a actualizar los conocimientos necesarios para su actuación profesional y especialmente aquellos requeridos por el bien común y los imperativos del progreso social y económico.


 8. Difusión y colaboración 
 El Contador Público tiene la obligación de contribuir de acuerdo con sus posibilidades personales, al desarrollo, superación y dignificación de la profesión, tanto a nivel institucional como en cualquier otro campo que, como los de la difusión o docencia, le sean asequibles. Cuando quiera que sea llamado a dirigir instituciones para la enseñanza de la Contaduría Pública o a regentar cátedras en las mismas, se someterá a las normas legales y reglamentarias sobre la materia, así como a los principios y normas de la profesión y la ética profesional. Este principio de colaboración constituye el imperativo social profesional. 


 9. Respeto entre colegas 
 El Contador Público debe tener siempre presente que la sinceridad, buena fe y la lealtad para con sus colegas son condiciones básicas para el ejercicio libre y honesto de la profesión y para la convivencia pacífica, amistosa y cordial de sus miembros.


 10. Conducta ética 
 El Contador Público deberá abstenerse de realizar cualquier acto que pueda afectar negativamente la buena reputación o repercutir de alguna forma en descrédito de la profesión, tomando en cuenta que, por la función social que implica el ejercicio de su profesión, está obligado a sujetar su conducta pública y privada a los más elevados preceptos de la moral universal.


 ARTÍCULO 38. 
 El Contador Público es auxiliar de la justicia en los casos en que lo señala la Ley, como perito expresamente designado para ello. También en esta condición el Contador Público cumplirá con su deber teniendo las más altas miras de su profesión, la importancia de la tarea que la sociedad le encomienda como experto y la búsqueda de la verdad en forma totalmente objetiva.


 ARTÍCULO 39. 
 El Contador Público tiene derecho a recibir remuneración por su trabajo y por el que ejecutan las personas bajo su supervisión y responsabilidad. Dicha remuneración constituye el medio normal de subsistencia y de contraprestación para el personal a su servicio.


 ARTÍCULO 40. 
 Los principios éticos que rigen la conducta profesional de los Contadores Públicos no se diferencian sustancialmente de los que regulan la de otros miembros de la sociedad. Se distingue sí por las implicaciones sociales anteriormente indicadas.


 PARÁGRAFO. La presente ley comprende el conjunto de normas permanentes sobre ética a que deben ceñirse los Contadores Públicos inscritos ante la Junta Central de Contadores en el ejercicio de las funciones propias de la Contaduría Pública establecidas por las leyes y sus reglamentos.


 
 

 Técnicas y procedimientos de aseguramiento 


 

 Las técnicas de aseguramiento son los métodos prácticos de investigación y prueba que el auditor utiliza para lograr la información y las comprobaciones necesarias para emitir su opinión profesional. Por su parte, los procedimientos de auditoría son el conjunto de técnicas de investigación aplicables a una partida o a un grupo de hechos o circunstancias relativas. Así las cosas, las técnicas son las herramientas de trabajo del auditor, mientras que los procedimientos son la combinación que se hace de esas herramientas para un estudio particular.


 



 Clasificación de las técnicas de auditoría 


 

 La Comisión de Normas y Procedimientos de Auditoría ha propuesto la siguiente clasificación para las técnicas de auditoría:


 

	 Estudio general. Es la apreciación y juicio de las características generales de la entidad, las cuentas o las operaciones, a través de sus elementos más significativos, para concluir si se ha de profundizar en su estudio y la forma en que ha de hacerse. 
 

	 Análisis. Es el estudio de los componentes de un todo para concluir, con base en aquellos, respecto de este. Esta técnica se aplica concretamente al estudio de las cuentas o rubros genéticos de los estados financieros. 
 

	 Inspección. Es la verificación física de las cosas materiales en que se tradujeron las operaciones. Se aplica al estudio de las cuentas cuyos saldos tienen una representación material. 
 

	 Confirmación. Es la ratificación, por parte de una persona ajena a la entidad, de la autenticidad de un saldo, hecho u operación en la que participó y por la cual está en condiciones de informar válidamente sobre ella. 
 

	 Investigación. Es la recopilación de información mediante entrevistas con los funcionarios y empleados de la entidad. Generalmente se aplica al estudio del control interno en su fase inicial y de las operaciones que no aparecen muy claras en los registros. 
 

	 Declaración y certificaciones. Es la formalización de la técnica anterior cuando, por su importancia, resulta conveniente que las afirmaciones recibidas queden escritas (declaraciones) y en algunas ocasiones certificadas por una autoridad (certificaciones). 
 

	 Observación. Es una manera de inspección, menos formal, y se aplica generalmente a operaciones para verificar cómo se realiza en la práctica. 
 

	 Cálculo. Es la verificación de la corrección aritmética de aquellas cuentas u operaciones que se determinan fundamentalmente por cálculos sobre bases precisas. 
 


 

 En cuanto a los procedimientos de aseguramiento, prácticamente resulta inconveniente hacer una clasificación ya que la experiencia y el criterio del auditor o revisor deciden las técnicas que integran el procedimiento en cada caso particular.


 

 Programas de aseguramiento 


 
 

 Importancia de los programas 


 

 Al presentar conclusión, el auditor asume una gran responsabilidad. Para respaldar su informe, realiza revisiones que estén de acuerdo con las Normas de Aseguramiento de la Información, con base en las cuales diseña programas de trabajo que le ayuden a la realización de sus funciones. Estos programas, en los cuales identifica y documenta los procedimientos de las normas de aseguramiento que han de aplicarse a cada una de las áreas por revisar, son importantes ya que, además de servir de guía, ayudan para que no se omitan detalles en el desarrollo de las pruebas que se les practican a los procedimientos y a la información financiera de la organización solidaria. 


 Un programa de trabajo es un enunciado lógicamente ordenado y clasificado de los procedimientos de normas de aseguramiento que han de emplearse, e incluye la extensión que se les ha de dar y la oportunidad en que han de explicarse. La elección de los procedimientos y la amplitud con que se desarrollen dependerán del juicio del auditor, quien deberá tomar en consideración la eficiencia del control interno contable y administrativo establecido en la organización solidaria.


 El uso de programas presenta diversas ventajas para el trabajo que ejecuta el auditor; entre otras tenemos:


 

	 Proporcionar un plan a seguir en el mínimo de dificultades y confusiones. 
 

	 Cuando se incluye el trabajo de auditoría, el programa sirve para verificar que no hubo omisión alguna en los procedimientos desarrollados. 
 

	 Sirve como guía al hacer la planeación de la auditoría del siguiente año. En los programas se anotan las áreas críticas y significativas, además de la confianza planificada en el control interno. 
 

	 El programa nos lleva a determinar rápida y fácilmente el alcance y efectividad de los procedimientos que se emplearán en la revisión a las operaciones de la entidad. 
 

	 Los programas de auditoría son el resultado de diseñar procedimientos de acuerdo con las circunstancias y características de la entidad que se está examinando. 
 


 
 

 Clases de programas 


 

 Hace algún tiempo se diseñaban programas de auditoría que sirvieran para cumplir con todos los objetivos del aseguramiento de la información. Sin embargo, el gran aumento de las operaciones de los negocios modernos ha originado a su vez un incremento considerable en la diversificación de las condiciones y programas que el auditor puede encontrar en el curso de su trabajo, lo cual nos indica que un programa de auditoría aplicable en todos los casos es práctico.


 Existen diversas formas y modalidades en los programas de auditoría, que podemos clasificar así:


 

	 Desde el punto de vista del grado de detalle a que llegan. 
 

	 Desde el punto de vista de su relación con un trabajo concreto. 
 


 



 Tomando en consideración el grado de detalle al que llegan, los programas de auditoría se clasifican en:


 

	 Generales. Son aquellos que se limitan a un enunciado genérico de los procedimientos de auditoría que se deben aplicar, con mención de los objetivos particulares en cada caso. 
 

	 Detallados. Son aquellos en los que se describe con mucha minuciosidad la forma práctica de aplicar los procedimientos de auditoría. 
 


 

 Teniendo en consideración la relación que tienen con un trabajo concreto, los programas de auditoría se clasifican en:


 

	 Estándar. Son aquellos en que se enuncian los procedimientos de auditoría que se deben seguir en casos o situaciones aplicables a un número considerable de organizaciones solidarias. Estos programas no son aconsejables ya que pueden llevar a ejecutar trabajo innecesario, a la vez que limitan la iniciativa y el espíritu de investigación del auditor. 
 

	 Específicos. Son aquellos que se preparan o formulan concretamente para cada situación en particular. Estos programas son prácticos ya que se diseñan de acuerdo a la planeación y evaluación del control interno, a la vez que son aplicables solamente a la organización solidaria que se está revisando. 
 


 
 

 Planeación de la auditoría 


 

 La planeación es la primera fase del proceso administrativo. Consiste fundamentalmente en prever el futuro y, con base en ello, plantear cursos alternativos de acción, evaluarlos y así definir el camino adecuado para alcanzar determinado objetivo. Por lo tanto, puede comprender el establecimiento de políticas, procedimientos, programas, presupuestos, pronósticos o de cualquier otro elemento que tiende a precisar las características y condiciones del curso de acción.


 Al planear se decide de antemano qué hacer, cómo hacerlo, cuándo y quién deberá llevarlo a cabo. La planeación nace como un puente entre el punto donde nos encontramos y aquel adonde queremos ir. Hoy prácticamente todos planeamos: estamos en una era económica, tecnológica, social y política en la cual la planeación se ha transformado en un requisito indispensable para el buen éxito de los objetivos trazados en las NIA 300 y 320 (que debe interpretarse conjuntamente con la NIA 200, que trata de la responsabilidad que tiene el auditor de planificar la auditoría de estados financieros). Estas NIA están redactadas en el contexto de auditorías recurrentes, y las consideraciones adicionales en un encargo de auditoría inicial figuran separadamente.




 La planificación implica establecer una estrategia global en relación con el encargo y el desarrollo de un plan de auditoría. Una planeación adecuada favorece la auditoría de estados financieros en varios aspectos; entre otros, los siguientes:


 

	 Prestar una atención adecuada a las áreas importantes de la auditoría. • Identificar y resolver problemas potenciales oportunamente. 
 

	 Organizar y dirigir adecuadamente el encargo de auditoría, de manera que se realice de forma eficaz y eficiente. 
 

	 La selección de miembros del equipo del encargo con niveles de capacidad y competencia adecuados para responder a los riesgos previstos, así como la asignación apropiada del trabajo a dichos miembros. 
 

	 La dirección y supervisión de los miembros del equipo del encargo y la revisión de su trabajo. 
 

	 La coordinación del trabajo realizado por auditores de componentes y expertos. 
 


 

 El auditor llevará a cabo las siguientes actividades al comienzo del encargo de auditoría actual:


 

	 Aplicación de los procedimientos requeridos por la NIA 220, relativos a la continuidad de las relaciones con clientes y al encargo específico de auditoría. 
 

	 Evaluación del cumplimiento de los requerimientos de ética aplicables, incluidos los relativos a la independencia, de conformidad con la NIA 220. 
 

	 Establecimiento de un acuerdo de los términos del encargo, tal como requiere la NIA 210. 
 


 

 Para establecer la estrategia global de auditoría, el auditor:


 

	 Identificará las características del encargo que definen su alcance. 
 

	 Determinará los objetivos del encargo en relación con los informes por emitir, con el fin de planificar el momento de realización de la auditoría y la naturaleza de las comunicaciones requeridas. 
 

	 Considerará los factores que, según su juicio profesional, sean significativos para la dirección de las tareas del equipo del encargo. 
 

	 Contemplará los resultados de las actividades preliminares del encargo y, en su caso, si es relevante el conocimiento obtenido en otros encargos realizados para la entidad. 
 

	 Establecerá la naturaleza, el momento de empleo y la extensión de los recursos necesarios para realizar el encargo. 
 


 

 El plan de auditoría desarrollado por el auditor incluirá una descripción de:


 

	 Lanaturaleza,elmomentoderealizaciónylaextensióndelosprocedimientos planificados para la valoración del riesgo, como determina la NIA 315. 
 

	 La naturaleza, el momento de realización y la extensión de procedimientos de auditoría posteriores planificados relativos a las afirmaciones, tal como establece la NIA 330. 

 

	 Otros procedimientos de auditoría planificados cuya realización se requiere para que el encargo se desarrolle conforme con las NIA. 
 

	 La naturaleza, el momento de realización y la extensión de la dirección y supervisión de los miembros del equipo del encargo, así como de la revisión de su trabajo. 
 


 

 El auditor actualizará y cambiará, cuando sea necesario en el transcurso de la auditoría, la estrategia global de auditoría y el plan.


 

 La realización de la planificación 


 

 En el momento de hacer la planificación, es importante considerar que las actividades propias de la auditoría se deben realizar antes de aplicar los procedimientos empleados en auditorías posteriores. En este proceso el auditor debe contemplar entonces:


 

	 Los procedimientos analíticos que van a aplicarse como procedimientos de valoración del riesgo. 
 

	 El conocimiento general del marco normativo aplicable a la entidad. 
 

	 La determinación de la importancia relativa. 
 

	 La participación de expertos. 
 

	 La aplicación de otros procedimientos de valoración del riesgo. 
 


 

 La naturaleza y la extensión de las actividades de planificación variarán según la dimensión y la complejidad de la entidad, la experiencia previa con la entidad de los auditores y los cambios de circunstancias que se produzcan durante la realización del encargo.


 La planificación no es una fase diferenciada de la auditoría, sino un proceso continuo y repetitivo que a menudo comienza poco después de la finalización de la auditoría anterior y continúa hasta la finalización del trabajo de auditoría actual. Esta etapa, sin embargo, considera el momento en el que se deben realizar determinadas actividades y procedimientos de auditoría que es necesario finalizar antes de aplicar los procesos posteriores.


 El auditor puede discutir elementos de la planificación con la dirección de la entidad para facilitar la realización y dirección de su trabajo (por ejemplo, coordinar algunos de los procedimientos de auditoría planificados con el trabajo del personal de la entidad). Sin embargo, si bien estas discusiones ocurren con frecuencia, la estrategia global de auditoría y el plan de auditoría son absoluta responsabilidad del auditor. Por otra parte, al tratar las cuestiones incluidas en la estrategia global o en el plan se requiere mucha atención para no comprometer la eficacia de la auditoría. Por ejemplo, hablar con la dirección sobre la naturaleza o el momento de realizar procedimientos de auditoría detallados puede comprometer la eficacia del proceso al hacer demasiado predecibles sus procedimientos. 


 

 Procedimientos analíticos al planear la auditoría 


 

 El auditor deberá aplicar procedimientos analíticos en la etapa de planeación para ayudar en la comprensión del negocio y en identificar áreas de riesgo potencial. Así como puede indicar aspectos del negocio de los cuales no tenía conciencia el auditor, esta tarea ayudará a determinar la naturaleza, oportunidad y alcance de otros procedimientos de auditoría.


 Con respecto a este tema, cabe tener en cuenta las siguientes consideraciones:


 

	 Los procedimientos analíticos como procedimientos sustantivos. La confianza del auditor en los procedimientos sustantivos para reducir el riesgo de detección relativo a aseveraciones específicas de los estados financieros puede derivarse de las pruebas de detalles, de procedimientos analíticos o de una combinación de ambos. 
 

	 Procedimientos analíticos en la revisión global al final de la auditoría. El auditor deberá aplicar procedimientos analíticos hacia el final de la auditoría tras formarse una conclusión global sobre si los estados financieros en conjunto son consistentes con su conocimiento del negocio. 
 

	 Grado de confiabilidad en los procedimientos analíticos. La aplicación de los procedimientos analíticos se basa en la expectativa de que las relaciones entre los datos existen y continúan en ausencia de condiciones conocidas en contrario. La presencia de estas relaciones proporciona evidencia de auditoría sobre la integridad, exactitud y validez de los datos producidos por el sistema contable. 
 


 
 

 Actividades preliminares del trabajo 


 

 Las actividades preliminares del encargo detalladas anteriormente facilitan al auditor identificar y evaluar los hechos o las circunstancias que pueden afectar negativamente su capacidad para planificar y realizar el encargo de auditoría. Así, estas actividades pueden encaminar un encargo de auditoría de forma que, por ejemplo:


 

	 El auditor mantenga la independencia y la capacidad necesarias para realizar el trabajo. 
 

	 No haya cuestiones relativas a la integridad de la dirección que puedan afectar a la disposición del auditor para continuar con el trabajo. 
 

	 No se produzcan malentendidos con el cliente con respecto a los términos del trabajo. 
 


 



 La consideración por el auditor de la continuidad de los clientes y de los requerimientos de ética aplicables, incluidos los relativos a la independencia, tiene lugar a lo largo de todo el encargo de auditoría, a medida que se producen condiciones y cambios en las circunstancias. Aplicar procedimientos iniciales relativos a estos aspectos al comienzo del encargo de auditoría actual requiere que se completen antes de realizar otras actividades significativas. Con respecto a encargos de auditoría recurrentes, dichos procedimientos iniciales a menudo se producen poco después de (o enlazando con) la finalización de la auditoría anterior.


 

 Discusión de algunos elementos 


 

 Dentro de la planificación de la auditoría, el auditor debe realizar las siguientes actividades:


 

	 Identificar el alcance de la auditoría que realizará. 
 

	 Determinar los objetivos de la auditoría en relación con los informes por emitir, de manera que sea posible establecer el momento para la realización de la auditoría y la naturaleza de las comunicaciones requeridas. 
 

	 Considerar los factores que, a juicio profesional del auditor, sean significativos para la dirección de las tareas del equipo que realizará la auditoría. 
 

	 Considerar los resultados de las actividades preliminares de la auditoría. 
 

	 Determinar la naturaleza, el momento de utilización empleo y la extensión de los recursos necesarios para realizar la auditoría. 
 


 

 Una vez realizadas estas tareas, el auditor debe establecer la estrategia con la cual, luego de haber finalizado la aplicación de los procedimientos de valoración del riesgo, puede definir cuestiones como los recursos necesarios para emplear en áreas específicas sometidas a examen, el momento en el que se van a utilizar dichos recursos, así como la gestión, dirección y supervisión de estos.


 Luego de haber establecido la estrategia, se puede desarrollar un plan para tratar los diversos aspectos identificados, teniendo como prioridad conseguir los objetivos de la auditoría mediante la utilización eficiente de los recursos. Dicho plan debe ser más detallado que la estrategia, puesto que incluye la naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos que se aplicarán durante el desarrollo de la auditoría.


 Es necesario que la planificación de estos procesos se dé durante el desarrollo del plan, teniendo presente que esta depende de los resultados de la valoración del riesgo, que sí tiene lugar al inicio de la auditoría. Así mismo, al comienzo del proceso se debe evaluar el cumplimiento de los requerimientos de ética relativos a la independencia y establecer los términos de la auditoría.




 Ejecutar estas actividades le facilita al auditor la identificación y el examen de situaciones que puedan afectar de manera negativa su capacidad para planificar y desarrollar adecuadamente la auditoría, e igualmente evita que se generen malentendidos con el cliente.


 La documentación del plan da cuenta de la naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos de valoración del riesgo planificados. De igual manera, sirve como un registro de la correcta planificación de los procedimientos de auditoría que puede revisarse y aprobarse antes de su ejecución. Por lo tanto, en la documentación el auditor debe incluir:


 

	 La estrategia de auditoría. 
 

	 El plan de auditoría. 
 

	 Los cambios significativos que se realicen en la estrategia, el plan o el desarrollo de la auditoría, así como los motivos que dieron origen a dichos cambios. 
 


 
 

 La estrategia global de auditoría 


 

 El proceso del establecimiento de la estrategia global de auditoría facilita al auditor la determinación, después de haber finalizado sus procedimientos de valoración del riesgo, de cuestiones como las siguientes:


 

	 Los recursos a emplear en áreas de auditoría específicas, tales como la asignación de miembros del equipo, si es del caso, con la adecuada experiencia para las áreas de riesgo elevado o la intervención de expertos en cuestiones complejas. 
 

	 La cantidad de recursos por asignar a áreas de auditoría específicas, tal como el número de miembros del equipo asignados a la observación del recuento de existencias en centros de trabajo que resulten materiales, la extensión de la revisión del trabajo de otros auditores en el caso de auditorías de grupos o las horas del presupuesto de auditoría que se asignan a las áreas de riesgo elevado. 
 

	 El momento en que van a emplearse dichos recursos: por ejemplo, en una fase intermedia de la auditoría o en fechas de corte clave. 
 

	 El modo en que se gestionan, dirigen y supervisan dichos recursos: por ejemplo, el momento en que se espera que se celebren las reuniones informativas y de conclusiones del equipo, la forma prevista de las revisiones del auditor (dentro o fuera de la entidad), y si se van a llevar a cabo revisiones de control de calidad del trabajo. 
 


 

 Una vez establecida la estrategia global, se puede desarrollar el plan para tratar las diversas cuestiones identificadas, teniendo en cuenta la necesidad de alcanzar los objetivos de la auditoría mediante la utilización eficiente de los recursos del auditor. El establecimiento de la estrategia global y del plan detallado no son procesos necesariamente diferenciados o secuenciales, sino que están estrechamente interrelacionados debido a que los cambios en uno pueden dar lugar a cambios consiguientes en el otro. 


 En el caso de organizaciones del sector muy pequeñas, un solo auditor puede realizar todo el proceso. Así, en muchas auditorías de este tipo de entidades interviene el socio del encargo (que puede ser un profesional ejerciente individual) con un miembro del equipo del trabajo (o sin ninguno). Con un equipo pequeño es más fácil la coordinación y comunicación entre sus miembros. A su vez, el establecimiento de la estrategia global no tiene que ser un ejercicio complejo o llevar mucho tiempo; varía de acuerdo con la dimensión de la entidad, la complejidad de la auditoría y la dimensión del equipo de trabajo. Por ejemplo, un breve memorando preparado al finalizar la auditoría anterior, basado en una revisión de los papeles de trabajo y que destaque las cuestiones identificadas, actualizado mediante discusiones con el gerente, puede servir como estrategia documentada para el trabajo de auditoría actual.


 Como se aclaró anteriormente, el plan es más detallado que la estrategia global en la medida en que incluye la naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos de auditoría que van a aplicar los miembros del equipo de trabajo o el auditor. La planificación de estos procedimientos tiene lugar en el transcurso de la auditoría, a medida que se desarrolla el plan para el trabajo encomendado: por ejemplo, los procedimientos de valoración del riesgo se pueden planear al inicio de la auditoría (aunque cabe recordar, sin embargo, que en cuanto a la naturaleza, el momento de realización y la extensión de procedimientos posteriores específicos, la planeación depende del resultado de los procedimientos de valoración del riesgo). Adicionalmente, el auditor puede comenzar la ejecución de procedimientos de auditoría posteriores relativos a determinados tipos de transacciones, saldos contables e información por revelar, antes de planificar todos los demás procedimientos de auditoría posteriores.


 Como consecuencia de hechos inesperados, de cambios en las condiciones o de la evidencia de auditoría obtenida de los resultados de los procedimientos, el auditor puede tener que modificar la estrategia global y el plan y, por ende, la planificación resultante de la naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos posteriores, sobre la base de la consideración revisada de los riesgos valorados. Esto puede ocurrir cuando el auditor obtiene información que difiere de modo significativo de la información disponible al planificar los procedimientos de auditoría. Por ejemplo, la evidencia obtenida mediante la aplicación de procedimientos sustantivos puede contradecir aquella obtenida mediante pruebas de controles.


 La naturaleza esencial de la planeación puede entenderse a través de:




 

	 Contribución a los objetivos, ya que el propósito de todo plan es la consecución de los objetivos fijados, anticipando las acciones que llevarán a su logro. 
 

	 Prevalencia de la planeación, en el sentido de que esta precede a la ejecución de todas las funciones empresariales tales como la operación, la organización, la dirección y el control, las cuales están diseñadas para el cumplimiento de los objetivos de la organización solidaria. Aunque todas las funciones se mezclan en la práctica, la planeación es única puesto que establece los objetivos necesarios para todo el esfuerzo del grupo. 
 


 

 Planear es función de todo administrador, aunque el carácter y la amplitud de la planeación variarán con su autoridad y con la naturaleza de las políticas y planes delineados. La eficiencia de un plan se mide por el monto de su contribución a los objetivos, como comprensión de los costos y otras inesperadas consecuencias requeridas para formularlo y hacerlo funcionar. Por lo tanto, se puede concluir que las razones básicas que nos inducen a planear son: eliminar la incertidumbre y el cambio, enfocar la atención hacia los objetivos, hacer una operación económica y facilitar el control.


 El auditor, en el desarrollo de su trabajo, debe cumplir con las Normas de Aseguramiento de la Información financiera en tanto “el trabajo debe ser adecuadamente planeado y debe ejercerse una superación apropiada a los asistentes, si los hubiere”. El objetivo que se persigue al planear el trabajo de auditoría o revisoría es conocer la entidad o el medio ambiente en que se opera, con el fin de que la labor sea eficiente y proporcione evidencia que respalde el informe que se va a emitir.


 En resumen, planear el trabajo de auditoría o revisoría es decidir anticipadamente cuáles son los procedimientos de auditoría que se van a emplear, cuál es el alcance que se les va a dar a las pruebas, en qué oportunidad se van a realizar y cuáles son los procedimientos que se van a desarrollar. Para lograr que la planeación sea efectiva, el auditor debe conocer como mínimo:


 

	 Cómo se maneja la entidad y qué problemas tiene implícitos. 
 

	 El número de asociados y el tiempo de existencia de la entidad. 
 

	 Su historia financiera y económica. 
 

	 Los activos productivos de acuerdo con el objeto social. 
 

	 La planta y las oficinas, si es del caso. 
 

	 Sus políticas contables y prácticas básicas de contabilidad. 
 

	 Los niveles de riesgos. 
 

	 El sistema de control interno. 
 

	 La plataforma tecnológica. 
 

	 Estadísticamente, las quejas. 
 

	 La aplicación de los estándares internacionales. 
 


 



 Las principales fuentes de los datos necesarios para la planeación son: las entrevistas previas, la observación de las operaciones, las investigaciones con directivos y funcionarios de la entidad y la inspección de documentos y libros oficiales, entre otras. El auditor o revisor debe tener en cuenta que la planeación no es de carácter rígido e inflexible; debe estar preparado para modificar los planes si durante el desarrollo del trabajo se encuentra con situaciones no previstas o cuando vea la necesidad de hacer variaciones o ampliaciones a las diagnosticadas inicialmente.


 

 Conocimiento de la organización solidaria 


 

 Para poder realizar una adecuada planeación, el auditor debe empezar por conocer la organización o identificar aquellos aspectos fundamentales y específicos que la distinguen de las demás. En el cubrimiento de dichas particularidades, deberá tener en cuenta, entre otras, los siguientes:


 

	 Características jurídicas: la clase de entidad, es decir, si es una cooperativa común y corriente, si es especializada o multiactiva, de trabajo asociado, un fondo de empleados o una asociación mutual. También debe contemplar cláusulas principales de su escritura de constitución y sus estatutos, modificaciones y cuerpo directivo administrativo. 
 

	 Situación fiscal: relación de impuestos a las que está sujeta la organización, es decir, del régimen especial, exenciones que goza, si paga impuesto o contribuye a la inversión en educación formal, fecha de cierre de su ejercicio (que por ley debe ser anual), y años pendientes por revisar o quedar en firme la declaración. 
 

	 Características comerciales: conocimiento de la economía, del estado de la producción o prestación de servicios y de la posición de la entidad en ella. También debe considerar el giro de los negocios y servicios, los artículos principales objeto de su producción y/o venta, los canales de venta, la forma de venta, el ámbito de la prestación de los servicios, las sucursales y el volumen de ventas en los últimos años. 
 

	 Características financieras: análisis de indicadores financieros, estructura y características del capital y del pasivo a largo plazo, relación entre activo corriente y pasivo corriente, inversiones negociables o disponibles para la venta en otras entidades, resultados no realizados, excedentes en los últimos años y el resultado acumulado del proceso de convergencia a NIIF. 
 

	 Departamento de Contabilidad: organigrama y funcionamiento, manual de funciones, diagrama general de la forma de registro, leyes, reglamentaciones y estándares internacionales de contabilidad que se aplican a la entidad, como el manual de políticas contables. Este análisis incluye además libros oficiales vigentes, debidamente registrados, sistemas manuales, mecánicos y electrónicos e información que generan, grado de uniformidad en los sistemas de contabilidad y control interno, reporte en cumplimiento con las normas del órgano de control estatal, cantidad y periodicidad de los ajustes de contabilidad y tratamientos poco usuales de contabilidad. 

 

	 Situación laboral: número de empleados, personal de confianza, contratos de trabajo, prestaciones extralegales, políticas de recontratación y antigüedad del personal, así como todos los gastos por beneficios a empleados. 
 

	 Plataforma tecnológica: conocer los programas de software, número de equipos, plan de contingencias, contrato de mantenimiento de los programas, planta eléctrica para casos especiales y, sobre todo, si poseen firewall (filtro de tráfico de red). 
 

	 Aspectos generales: forma de control de efectivo e instrumentos equivalentes a efectivo, inventarios, manejo de cuentas bancarias, informes del auditor y revisor anterior, políticas de seguros, trabajo realizado por auditoría interna y apoyo que le da a la Gerencia. También es necesario conocer todos los reglamentos internos por medio de los cuales se han reglamentado algunos artículos del estatuto y de las funciones de cada comité de apoyo. 
 


 
 

 Manual de políticas contables 


 

 Este documento recopila la información relacionada con las políticas contables de la organización solidaria como un conjunto de conceptos, criterios y prácticas contables comunes que se encuentran basados en el modelo contable de aplicación en Colombia. Tal modelo corresponde a las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF para pymes), emitidas por el Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB), y al anexo 2 del Decreto 2496 del 23 de diciembre de 2015.


 La aplicación de las NIIF permitirá que la información contable sea más relevante y mejore la calidad de la información financiera. Así mismo, este manual también permitirá que la entidad aplique políticas contables con criterios de reconocimiento, medición y exigencias de revelación, basadas en NIIF, haciendo más confiable y útil la información contable.


 

 Factores internos y externos 


 

 El auditor o revisor debe conocer y evaluar todos aquellos factores internos y externos que puedan afectar las operaciones de la organización solidaria y repercutir en otras operaciones. En cuanto a los factores internos, cabe contemplar:


 

	 La naturaleza del negocio. 
 

	 La estructura organizacional de la entidad. 
 



	 La estructura gerencial. 
 

	 Los abogados, asesores y consultores. 
 

	 Los empleados de la entidad. 
 

	 La capacidad de la auditoría interna. 
 

	 La capitalización, el financiamiento y el patrimonio. 
 

	 La filosofía de mercadotecnia y los métodos de distribución. 
 

	 Los productos o servicios principales. 
 

	 El volumen de ventas. 
 

	 El volumen y rotación de la cartera de crédito. 
 

	 El volumen y rotación de inventarios, si lo hay. 
 

	 El volumen de compras. 
 

	 El sistema de contabilidad, presupuestos y de preparación de informes. 
 

	 La naturaleza de las operaciones de manufactura. 
 

	 La naturaleza de los fondos sociales y su utilización. 
 

	 El patrimonio adecuado para las cooperativas de ahorro y crédito. 
 

	 La relación de solvencia para las cooperativas de ahorro y crédito. 
 


 

 El auditor puede obtener esta información analizando publicaciones en la prensa, folletos, informes internos a la Gerencia, correspondencia recibida o emitida, informes de auditoría interna, estatutos de la entidad, actas de Consejo de Administración o Junta Directiva y de Asamblea General de Asociados, y estados de situación financiera.


 Por otro lado, entre los factores externos cabe mencionar:


 

	 El efecto potencial de las condiciones económicas en las que opera la entidad. 
 

	 El estado de la industria y la posición en ella. 
 

	 El estado de la actividad financiera y la posición en ella. 
 

	 El estado de los servicios y la posición en ellos. 
 

	 El comportamiento de la demanda de los productos comercializados. 
 

	 El comportamiento de la demanda de los servicios prestados. 
 

	 Las leyes, los reglamentos, los estatutos y los estándares internacionales de contabilidad. 
 

	 Los proveedores de la entidad. 
 

	 La clase de asociados y su ámbito. 
 

	 Las fuentes de mano de obra y capital disponibles. 
 

	 Los mercados disponibles para la comercialización. 
 

	 Las restricciones crediticias. 
 

	 La competencia. 
 

	 Los adelantos tecnológicos. 
 


 



 Al evaluar los factores internos y externos, el auditor podrá tener una visión más clara de la organización solidaria y conocer las características principales que en un momento dado la podrían afectar e impactar en el giro normal de sus negocios. 




 Cadena de valor de la información financiera


 

[image: images/img-67-1.jpg]




 

 Fuente: López (2012).


 

 Informes que deberían presentar las organizaciones solidarias 


 

 Además de los reportes que las organizaciones solidarias deben presentar ante la Superintendencia de la Economía Solidaria, como órgano de control estatal, es importante y obligatorio agregar los siguientes documentos que dan cuenta del estado de gestión social:


 

	 Estado de situación financiera. 
 

	 Estado de resultados integral. 
 

	 Estado de cambios en el patrimonio. 
 

	 Estado de flujo del efectivo. 
 

	 Estado de gestión social. 
 

	 Notas de revelación. 
 


 

 Como se puede apreciar, se está incluyendo el estado de la gestión social, mal llamado “balance social”. Este informe, que muestra el diagnóstico de la gestión social, constituye un documento estratégico e importante exclusivamente del sector solidario en tanto registra, en términos cuantitativos y cualitativos, el desempeño producido por la organización en la parte social.
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